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CIRCULAR No. 75-2023

DE                    Licda. Adriana Esquivel Sanabria, jefa a.i. Departamento de Proveeduría

PARA:	Administraciones Regionales que ejecutan compras públicas.

ASUNTO:	Procedimiento para atender los documentos confidenciales en los procedimientos de contratación pública. 

FECHA:	           30 de mayo de 2023 
_____________________________________________________________________________
Estimados compañeros (as) encargados (as) de ejecutar adquisiciones en las Administraciones Regionales, de conformidad con las nuevas disposiciones establecidas en la Ley General de Contratación Pública (LGCP) en sus artículos 8 y 15, así como lo que indica su Reglamento respecto al manejo de la confidencialidad de los documentos y en adición a la circular 54-2023 “Acceso a los documentos confidenciales en un procedimiento de contratación pública”, a continuación, se adjunta la guía que contiene el “Procedimiento para la atención de la declaración de documentos confidenciales”, con el objetivo de dar a conocer los lineamientos que se deben aplicar para el adecuado manejo de estos documentos durante la tramitación de los procedimientos. 

La guía contempla una serie de guías y directrices que deben ser acatados por analistas y Jefaturas y establece las pautas y criterios a considerar en los diferentes escenarios que pueden presentarse para brindar la debida y oportuna atención y resguardo cuando así corresponda. Así mismo incluye los anexos que ayudarán con la determinación final de la confidencialidad de la información aportada por los oferentes.

Por lo anterior, y por la importancia que confiere este tema a partir de la publicación de la presente circular su acatamiento se determina como inmediato y obligatorio.
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Procedimiento para atender la declaración de documentos confidenciales 

por parte de los oferentes en los procedimientos de compras públicas

 de las Administraciones Regionales


Con respecto a la revisión de documentación declarada como confidencial se considera relevante mencionar lo indicado en la Ley General de Contratación Pública (en adelante LGCP), en los siguientes artículos:

“Artículo N° 8, Inciso c) Principio de transparencia: todos los actos que se emitan con ocasión de la actividad de contratación pública deben ser accesibles de manera libre e igualitaria por parte de los intervinientes y de cualquier persona interesada. La información que se ponga a disposición debe ser cierta, precisa, oportuna, clara y consistente. Únicamente se exceptúa del libre acceso a la información que se determine confidencial de acuerdo con la ley, para lo cual deberá existir un acto motivado.”

“Artículo N° 15 - Excepción a la publicidad de la información. En caso de que un participante considere que existe información confidencial, así deberá indicarlo de modo expreso en el sistema digital unificado, al momento mismo de presentar o facilitar la documentación, haciendo señalamiento claro de los folios o archivos que estima confidenciales y de los motivos y su sustento jurídico. 


Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la advertencia de confidencialidad, mediante acto motivado suscrito por funcionario competente y con apego al principio de transparencia, la Administración deberá señalar si procede o no la declaratoria de confidencialidad y, en caso de que así proceda, realizará un resumen del contenido de los documentos sin revelar los aspectos confidenciales e indicará por cuánto plazo ha de mantenerse esta. Durante el lapso de los cinco días antes señalado, la información se tendrá como confidencial.”

Así las cosas, se tiene que, para hacer uso de esta excepción, es necesario que la Administración determine si la información remitida como confidencial cumple con los criterios establecidos en la ley para no ser revelada. Estos criterios incluyen, entre otros, que la divulgación de la información pueda causar daño a la privacidad de los oferentes, o que revele secretos comerciales, financieros o industriales, la Contraloría General de la República mediante la Resolución R-DCA-00285-2022 señala: 

“(…). En primer orden, es preciso recordar que el artículo 30 de la Constitución Política regula el derecho al libre acceso a la información que consta en oficinas públicas, al señalar: “Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público. Quedan a salvo los secretos de Estado”. De allí que, por mandato constitucional, los departamentos públicos deben garantizar el acceso a la información que custodian salvo en casos calificados. De allí que no basta la sola indicación de un particular para restringir el libre acceso a la información, sino que el departamento u oficina responsable, en este caso el ICODER, está obligado a garantizar dicho mandato constitucional y en consecuencia, le corresponde razonar mediante acto motivado siempre que se suscite alguna condición de confidencialidad que incide en los documentos que custodia, como parte de su gestión. (…). De allí que corresponde a la Administración observar la normativa y dimensionar las razones por las cuales se abstrae del conocimiento público cierta información, límites que no podrían ser otros que los señalados en la misma ley por cuanto la regla constitucional es, que todo documento es público salvo en casos excepcionales. Estos límites a la confidencialidad se encuentran regulados entre otros, en el artículo 2 de la Ley de Información No Divulgada No. 7975: “Ámbito de protección. Protégese la información no divulgada referente a los secretos comerciales e industriales que guarde, con carácter confidencial, una persona física o jurídica para impedir que información legítimamente bajo su control sea divulgada a terceros, adquirida o utilizada sin su consentimiento por terceros, de manera contraria a los usos comerciales honestos, siempre y cuando dicha información se ajuste a lo siguiente: a) Sea secreta, en el sentido de que no sea, como cuerpo ni en la configuración y reunión precisas de sus componentes, generalmente conocida ni fácilmente accesible para las personas introducidas en los círculos donde normalmente se utiliza este tipo de información. b) Esté legalmente bajo el control de una persona que haya adoptado medidas razonables y proporcionales para mantenerla secreta. c) Tenga un valor comercial por su carácter de secreta. La información no divulgada se refiere, en especial, a la naturaleza, las características o finalidades de los productos y los métodos o procesos de producción. (…)”.”

Por otra parte, es importante mencionar que el uso de confidencialidad de documentación no puede considerarse como una herramienta para ocultar información de interés público o para evitar la transparencia en los procesos de contratación pública, por lo que se recalca que su uso debe ser justificado únicamente para los casos en que la divulgación de la información pueda afectar de manera significativa los intereses legítimos de los o las oferentes.

La Administración Regional podrá recibir documentos confidenciales en cualquier procedimiento de contratación y en las siguientes etapas:

a. En la apertura de ofertas.


b. Cuando el oferente responde una solicitud de información. 


c. Cuando se envía a la Institución una subsanación de oficio. 


Partiendo de lo señalado anteriormente, se debe considerar lo siguiente:


· Al momento de la apertura de ofertas los documentos confidenciales podrán ser visualizados por el analista encargado del procedimiento de contratación, así como también por la persona a la que se le dirige la solicitud de verificación para el análisis de ofertas en los casos que corresponda, y el oferente que presenta el documento. Otro usuario diferente a los mencionados anteriormente, requieren de autorización de la Administración Regional para ver documentos confidenciales. 


· Al recibir respuesta a una solicitud de información o subsanación de oficio, los documentos pueden ser visualizados solamente por los usuarios autorizados por la Administración Regional.


Dichos documentos pueden ser visualizados desde la Plataforma Sistema Digital Unificado (en adelante SDU) siguiendo los pasos que se establecen en el punto N° 4 del manual “Declaratoria confidencialidad de documentos” adjunto como Anexo N°1 a este documento. 

Procedimiento que se debe seguir en caso de recibir documentación confidencial:

A. Al momento de enviar a revisión técnica cuando corresponda, las ofertas o subsanaciones presentadas por el oferente, se deberá considerar lo siguiente:  


1) La documentación presentada por el oferente y clasificada por este como confidencial, cuando corresponda, podrá ser enviada por el analista a cargo del proceso para estudio por medio de la pantalla de “solicitud de verificación” o “solicitud de información” en el SDU, este último para el caso de las subsanaciones, sin tener que esperar a que finalice el plazo de los 5 días hábiles otorgados por la LGCP en el artículo N° 15 antes referenciado, para lo cual deberá incluirse en la solicitud la siguiente advertencia: 


“La información catalogada como confidencial en los archivos (indicar el nombre tal y como se indica en la oferta) debe ser tratada con el máximo cuidado y seguridad para evitar su divulgación no autorizada.”


Cuando la persona encargada de emitir el criterio técnico no sea la misma persona a la que se le dirige la solicitud de verificación por medio de la pantalla del SDU, esta última será la responsable de trasladar a quien corresponda los documentos confidenciales con la advertencia antes señalada, de manera que la información se mantenga confidencial hasta tanto no se indique lo contrario, por lo que así deberá señalarlo en la solicitud que envíe el analista encargado del proceso. 


2) Partiendo de que la información confidencial presentada en una subsanación solo puede ser visualizada por los usuarios autorizados, previo a notificar a la parte técnica (cuando corresponda) que la información ya consta en la plataforma, el analista conductor del proceso deberá habilitarle el acceso a la información en el SDU, para ello debe seguir los pasos señalados en el punto N°2. “Gestión de documentos confidenciales”, del manual “Declaratoria confidencialidad de documentos” adjunto como anexo N° 1 a este documento. 


Es importante indicar que al momento de realizar lo señalado en el manual, en el indicador de “documento confidencial institución” debe señalarse provisionalmente “sí”, y en el apartado de “declaratoria de confidencialidad” debe indicarse “En proceso de análisis para determinar la confidencialidad del documento”.
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B. Para atender la declaratoria de confidencialidad del documento, se debe seguir el siguiente procedimiento:

1)  Según se establece en el artículo N°15 de la LGCP se deberá atender la declaratoria de confidencialidad dentro de los 5 días hábiles siguientes a la advertencia de confidencialidad. Cabe reiterar que el plazo indicado es el tiempo máximo con que cuenta la Administración Regional para resolver, por lo que la persona analista a cargo del trámite de contratación y la jefatura responsable, deberán efectuar las coordinaciones que corresponden de forma tal que se logre concluir en el tiempo indicado. Por lo que la contabilización de este plazo empezará a regir al día hábil siguiente al momento de la apertura o de la recepción del documento recibido por medio de subsanación. 


2) Se debe verificar que la documentación catalogada como confidencial, sea remitida por parte del oferente junto con el motivo o justificación por la cual considera que esta no puede ser de conocimiento público; una vez realizada dicha revisión se podrá estar ante dos escenarios:

2.1 Escenario N° 1: en caso de que para el documento que se indica como confidencial, no se incluya la justificación respectiva en el apartado correspondiente que designa el SDU o mediante documento adjunto a la oferta, de conformidad con lo que establece el artículo N°15 de la LGCP se procederá a cambiar el estado de dicho documento a público, en virtud de que no se estaría cumpliendo todo lo establecido en dicha normativa, para lo cual la persona encargada del proceso de contratación procederá a realizar lo siguiente:


· Deberá confeccionar un documento mediante el cual detalle la justificación por la cual no se considera procedente mantener la confidencialidad señalada del documento o de los documentos. Ver plantilla en Anexo N° 2 de este documento.

· Este documento será remitido mediante “solicitud de información” para revisión y firma de la persona Administradora Regional.


· Una vez se reciba el documento firmado y aprobado, se procederá a cambiar el estado del documento a público en el SDU, para ello se deben revisar los pasos establecidos en el punto N°3 “Modificar la resolución de confidencialidad” del manual “Declaratoria confidencialidad de documentos” adjunto como anexo N° 1 a este documento.  

· Al momento de realizar lo señalado en el punto anterior conforme lo señala el manual, en el indicador de “documento confidencial institución” debe señalarse “no”, y en el apartado de “declaratoria de confidencialidad” debe indicarse:


“De acuerdo con lo indicado en el acto motivado para determinar la declaratoria de confidencialidad de documentos, y aprobado en fecha xxx por la jefatura correspondiente se tiene que:


(…) Que de conformidad con la revisión efectuada en el expediente, no se observa el aporte por parte del oferente de la justificación (motivos y el sustento jurídico) que fundamenta la declaratoria expresa que se efectúa en el Sistema Digital Unificado para mantener la información antes detallada como confidencial. 

De conformidad con lo expuesto, y partiendo de lo señalado en el artículo N° 15 de la Ley General de Contratación Pública, SE RESUELVE: mantener como “públicos” los documentos presentados por el oferente como “confidenciales”, por cuanto no se encuentra la justificación razonada que motive su decisión.”


2.2 Escenario N° 2: en caso de que para el documento que se indica como confidencial, se incluya la justificación respectiva en el apartado correspondiente que designa el SDU o mediante documento adjunto a la oferta, de conformidad con lo que establece el artículo N°15 de la LGCP, por tanto, la persona analista encargada del proceso de contratación procederá con los siguientes pasos:

· El analista deberá revisar y valorar la justificación recibida a fin de que determine si con lo aportado es posible mantener la confidencialidad señalada por el oferente; si partiendo del análisis efectuado el analista determina que necesita el apoyo de su jefatura para tomar la decisión, podrá revisar el caso con esta vía teams o de forma personal, previo a confeccionar el documento de acto motivado.

· En casos excepcionales, entiéndase, aquellas situaciones en las cuales ni el analista ni el Coordinador a cargo, logran con la información aportada por el oferente tener certeza si debe mantenerse o no la confidencialidad, la persona encargada del procedimiento, previa consulta al Administrador Regional como máxima autoridad en temas de contratación Pública determinará solicitar mediante oficio firmado a la Dirección Jurídica el criterio legal correspondiente.

· Si producto del análisis realizado por la Administración Regional o la Dirección Jurídica, cuando corresponda, se determina que no es procedente mantener como confidencial la información recibida, se deberá confeccionar el acto motivado correspondiente que detalle las razones por las cuales se debe rechazar que los documentos se mantengan con formato confidencial y en su lugar declararlos públicos. Ver plantilla en Anexo N°4 de este documento.

· Este documento será remitido mediante “solicitud de información” para revisión y firma de cada persona Administradora Regional, según corresponda. De previo a ello, se le habilitará el acceso a la información realizando lo indicado en el punto N°2. “Gestión de documentos confidenciales”, del manual “Declaratoria confidencialidad de documentos” adjunto como anexo N° 1 a este documento.


· Es importante considerar que, al momento de enviar la solicitud a la persona Administradora Regional, no se puede hacer referencia a la información señalada como confidencial a pesar de que se esté recomendando que no se justifica esta condición, ya que para ello se le habilita a la jefatura el acceso a los documentos, y esta, en caso de que proceda alguna corrección, en la devolución que realice tampoco podrá hacer referencia a esa información.


· Una vez que el analista a cargo reciba el documento firmado y aprobado, procederá a cambiar el estado del documento a público en el SDU, para ello se deben revisar los pasos establecidos en el punto N°3 “Modificar la resolución de confidencialidad” del manual “Declaratoria confidencialidad de documentos” adjunto como anexo N° 1 a este documento.  


· Al momento de realizar lo señalado en el punto anterior conforme lo indica el manual, en el indicador de “documento confidencial institución” debe señalarse “no”, y en el apartado de “declaratoria de confidencialidad” debe indicarse:

“De acuerdo con lo indicado en el acto motivado para determinar la declaratoria de confidencialidad de documentos, y aprobado en fecha xxx por la jefatura correspondiente se tiene que:


Que, de acuerdo con la revisión efectuada a la justificación aportada por el oferente en el Sistema Digital Unificado, (en caso de que exista un documento adicional a lo indicado en el formulario del SDU, referenciar el nombre y número del documento), se determina que con dichos argumentos no es posible mantener la confidencialidad de los documentos en virtud de (indicar los motivos).


De conformidad con lo expuesto, y partiendo de lo señalado en el artículo N° 15 de la Ley General de Contratación Pública, SE RESUELVE: mantener como “públicos” los documentos presentados por el oferente como “confidenciales”, siendo que con los argumentos dados por el oferente no es posible mantener la condición de confidencialidad de los documentos.”


· Caso contrario, si una vez efectuada la revisión se determina que la información debe mantenerse confidencial, se deberá justificar la excepción a la publicidad y documentarla adecuadamente en el expediente correspondiente, por lo que se deberá proceder de la siguiente forma:


· Confeccionar documento mediante el cual se detalle la justificación por la que se considera procedente mantener la confidencialidad, donde se incluirá un resumen del contenido de los archivos que están involucrados, para lo cual debe tenerse claro que no se puede indicar o hacer referencia a la información confidencial que detalla, con el fin de mantener la condición del documento que se está valorando sin revelar los aspectos confidenciales, además se deberá indicar por cuánto plazo se deberá mantener como confidencial. Ver plantilla en Anexo N°3 de este documento. 

· Respecto de la definición del plazo por el cual se debe mantener el documento como confidencial, se debe considerar que, si en la justificación dada por el oferente no viene indicación del periodo por el cual requiere que se mantenga la documentación confidencial, entonces este se mantendría bajo esta condición hasta que finalice la firmeza del proceso, siendo que el analista debe cambiar el estado del documento a público una vez que se concluya esa etapa procesal. Si en el documento que justifica la confidencialidad el oferente requiere que se mantenga esta condición por un plazo diferente al indicado anteriormente, el analista encargado del trámite debe valorar en el análisis que realice si es viable partiendo de la justificación que se brinde mantener el documento confidencial por el plazo señalado.

· El documento anterior será remitido mediante “solicitud de información” para revisión y firma de la persona Administradora Regional según corresponda.  De previo a ello, se le habilitará el acceso a la información realizando lo indicado en el punto N°2. “Gestión de documentos confidenciales”, del manual “Declaratoria confidencialidad de documentos” adjunto como anexo N° 1 a este documento.


Al momento de realizar lo señalado en el manual, en el indicador de “documento confidencial institución” debe señalarse provisionalmente “sí”, y en el apartado de “declaratoria de confidencialidad” debe indicarse “En proceso de análisis para determinar la confidencialidad del documento”.


Es importante considerar que, al momento de enviar la solicitud a la persona Administradora Regional, no se puede hacer referencia a la información señalada como confidencial, ya que para ello se le habilita el acceso, y la jefatura al momento de remitir respuesta a la revisión, en caso de que proceda alguna corrección, en la devolución tampoco podrá hacer referencia a esa información.

· Cuando se reciba el documento firmado, se procederá según lo indicado en el punto N°3 “Modificar la resolución de confidencialidad” del manual “Declaratoria confidencialidad de documentos” adjunto como anexo N° 1 a este documento.  


Al momento de realizar lo señalado en el punto anterior conforme lo señala el manual, en el indicador de “documento confidencial institución” debe mantenerse en “sí”, y en el apartado de “declaratoria de confidencialidad” debe indicarse:


“De acuerdo con lo indicado en el acto motivado para determinar la declaratoria de confidencialidad de documentos, y aprobado en fecha xxx por la jefatura correspondiente se tiene que:


(…) Que en el expediente consta el aporte por parte del oferente de la justificación (motivos y el sustento jurídico) que fundamenta la declaratoria expresa que se efectúa en el Sistema Digital Unificado, para mantener la información antes detallada como confidencial. (en caso de que exista un documento adicional a lo indicado en el formulario del SDU, referenciar el nombre y número del documento). 


Que de acuerdo con la revisión efectuada, se determina que dicha documentación corresponde a información que no debe ser revelada a nivel público en virtud de (indicar los motivos).

De conformidad con lo expuesto, y partiendo de lo señalado en el artículo N° 15 de la Ley General de Contratación Pública, SE RESUELVE: 1) No hacer del conocimiento público los documentos detallados en el punto N° 2 del presente informe, mismos que fueron declarados y justificados por el oferente en el sistema digital unificado como “confidenciales”, por las razones antes expuestas. 2) Mantener la confidencialidad por un plazo de hasta (valorar el plazo con la Jefatura a cargo). 3) Se adjunta en el Anexo N° 1 de este documento, el resumen del contenido de los documentos que se mantienen como confidenciales.”


· Cabe mencionar que la información declarada confidencial debe ser tratada con el máximo cuidado y seguridad para evitar su divulgación no autorizada.


Condiciones generales:


· Se debe tener presente que el Poder Judicial al administrar fondos públicos, todas las decisiones que se tomen con respecto a los procedimientos de contratación deben corresponder a actos motivados, por lo que se debe manifestar de forma clara la fundamentación de los criterios que se utilizaron para mantener o descartar la declaratoria de confidencialidad inicialmente planteada por el oferente.

· Los actos motivados (Anexos N° 2, 3 y 4) deben hacerse por oferente, e incluir la información que se pide en cada uno ellos, no obstante, a nivel del Sistema Digital Unificado la declaratoria de confidencialidad o no debe hacerse por cada uno de los documentos que se reciban con esta condición, lo anterior implica que el acto motivado puede incorporar la justificación de la confidencialidad de varios documentos al mismo tiempo pero al momento de alimentar el sistema este acto debe cargarse por cada documento en forma individual.

· Para el caso de los documentos que se mantienen como confidenciales, se debe tener presente que, una vez vencido el plazo por el que se va a mantener esa condición, de acuerdo con lo señalado en el acto motivado, el analista encargado del proceso deberá cambiar la condición de cada documento y mantenerlos públicos.  


· Con respecto a la revisión que debe realizar la Administración Regional de la información aportada por el oferente, se tiene que:


1. Se informa que la autorización otorgada para acceder a los documentos confidenciales correspondientes se extenderá durante todo el proceso en cuestión. 

Esto significa que la persona autorizada podrá visualizar dichos documentos en cualquier momento que lo requiera y en cualquier fase del proceso de contratación en curso por lo que debe hacer un uso cuidadoso de dicha información pues no puede divulgar su contenido una vez que se confirma la confidencialidad de los documentos.


2. La información podrá ser visualizada desde la consulta externa del expediente electrónico, donde en el apartado de “Apertura de ofertas” podrán acceder a los documentos ingresando al icono marcado en rojo.
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· En virtud de que como se dijo anteriormente es posible recibir documentos confidenciales por medio de subsanaciones, al momento de cursar la prevención a través del SDU el analista a cargo del proceso deberá indicar lo siguiente:


“En caso de existir documentación que se considere confidencial, el oferente deberá aportar la justificación y el sustento jurídico que respalde la decisión de mantener la condición de confidencialidad. La información catalogada de esta forma deberá aportarse en un solo archivo, sin incluir dentro de la información que a su criterio no deba considerarse confidencial. Lo anterior en apego a lo estipulado en el artículo N°8 inciso c), y artículo N°15 de la LGCP.”
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R-DCA-1260-2019 



CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División de Contratación 



Administrativa San José, a las trece horas treinta y un minutos del cinco de diciembre del 



dos mil diecinueve. ----------------------------------------------------------------------------------------------- 



RECURSO DE APELACIÓN interpuesto por EMPRESAS BERTHIER EBI DE COSTA 



RICA SOCIEDAD ANÓNIMA en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública 



2019LN-000001-0021000001 promovida por la MUNICIPALIDAD DE SANTA CRUZ para 



la contratación del "servicio de operación del relleno sanitario mecanizado del Parque 



Tecnológico Ambiental de Santa Cruz, Guanacaste", acto recaído a favor del ASEO 



GENERAL AG SOCIEDAD ANONIMA por un monto de ¢8.800 (ocho mil ochocientos 



colones) por tonelada métrica, cuantía inestimable. ---------------------------------------------------- 



RESULTANDO 



I. Que el veintiséis de setiembre del dos mil diecinueve, Empresas Berthier Ebi de Costa 



Rica S.A., presentó ante la Contraloría General de la República recurso de apelación en 



contra del acto de adjudicación de la licitación pública 2019LN-000001-0021000001 



promovida por la Municipalidad de Santa Cruz. ---------------------------------------------------------- 



II. Que mediante auto de las diez horas treinta y nueve minutos del treinta de setiembre del 



dos mil diecinueve, esta División solicitó el expediente administrativo de la contratación 



recurrida; requerimiento que fue atendido mediante oficio No. PROV-051-2019 del primero 



de octubre del dos mil diecinueve. --------------------------------------------------------------------------- 



III. Que mediante resolución R-DCA-1021-2019 de las doce horas veintidós minutos del  



diez de octubre de dos mil diecinueve, este órgano contralor rechazó de plano por 



inadmisible el recurso de apelación interpuesto por la empresa CTM Corporación 



Tecnológica Magallanes S.A. A su vez, mediante resolución indicada, esta División otorgó 



audiencia inicial a la Municipalidad licitante y a la empresa adjudicataria con el objeto de 



que manifestaran por escrito lo que a bien tuvieran con respecto a los alegatos formulados 



por la empresa apelante y para que ofrecieran las pruebas que consideraran oportunas. 



Finalmente, mediante dicha resolución se solicitó a la empresa Radiográfica Costarricense 



S.A., poner a disposición la integridad del expediente electrónico de la licitación a los 



responsables del caso, así como certificar si existe resolución motivada por parte de la 



Municipalidad Licitante para declarar confidencial algún documento del expediente 
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electrónico. Dicha audiencia fue atendida por todas las partes mediante escritos 



incorporados al expediente de la apelación. ---------------------------------------------------------------  



IV. Que mediante auto de las doce horas treinta minutos del once de noviembre del dos mil 



diecinueve, este órgano contralor le ordenó a RACSA poner a disposición del equipo 



encargado del caso la integralidad del expediente electrónico. Dicha solicitud no fue 



atendida por la parte. --------------------------------------------------------------------------------------------  



V. Que mediante auto de las nueve horas trece minutos del veinticinco de noviembre del 



dos mil diecinueve, este órgano contralor confirió audiencia especial a la Municipalidad 



licitante a efecto de referirse a los documentos que han sido declarados confidenciales en 



el expediente administrativo, remitiera el acto razonado mediante el cual clasificó los 



documentos con carácter confidencial y finalmente, ponga a disposición la integridad del 



expediente electrónico de la Licitación Pública. Dicha audiencia fue atendida según escrito 



incorporado al expediente de la apelación. ---------------------------------------------------------------- 



VI. Que de conformidad con lo establecido en el artículo ciento noventa del Reglamento a 



la Ley de Contratación Administrativa, se consideró que no era necesario otorgar audiencia 



final a las partes, en vista de que durante el trámite del recurso se tenían todos los 



elementos necesarios para su resolución. ----------------------------------------------------------------- 



VII. Que la presente resolución se emite dentro del plazo de ley, y en su trámite se han 



observado las prescripciones legales y reglamentarias correspondientes. ------------------------ 



CONSIDERANDO 



I. HECHOS PROBADOS: Con vista en el expediente electrónico que consta en el Sistema 



Integrado de Compras Públicas y en el expediente del trámite del recurso de apelación, 



para efectos de la presente resolución se tiene como hechos probados de interés: 1) Que 



la Municipalidad de Santa Cruz promovió una licitación pública con el objeto de contratar el 



"servicio de operación del relleno sanitario mecanizado del Parque Tecnológico Ambiental 



de Santa Cruz, Guanacaste", concurso en el cual participaron cuatro ofertas, a saber: CTM 



Corporación Tecnológica Magallanes S.A., Empresas Berthier Ebi de Costa Rica Sociedad 



Anónima, Aseo General AG Sociedad Anónima y el Consorcio WPP Coriclean Los Pinos 



Waste Disposal S.A. & WPP Continental De Costa Rica S.A. (según consta del expediente 



electrónico de la licitación, apartado “3. Apertura de Ofertas”). 2) Que en el caso, hay 



ofertas que presentan información clasificada como confidencial, así: a) Empresas Berthier 



Ebi de Costa Rica S.A. presentó oferta que consta de cinco archivos clasificados todos 



como confidenciales (según consta del expediente electrónico de la licitación, apartado “3. 
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Apertura de Ofertas”/ posición No. 1 Empresas Berthier EBI de Costa Rica Sociedad 



Anónima/ Consulta de ofertas/ Archivos adjuntos No. 1 de la Oferta denominado “Oferta 



Santa Cruz.pdf”, No. 2 de los Anexos denominado “Anexos 1 Santa Cruz.pdf”, No. 3 del 



Anexo 2 denominado “Anexos 2 Santa Cruz.pdf”; No. 4 del Anexo 3 denominado “Anexos 3 



Santa Cruz.pdf” y No. 5 del Anexo 4 denominado “Anexos 4 Santa Cruz.pdf); b) la empresa 



CTM Corporación Tecnológica Magallanes S.A. presentó oferta que consta de un único 



archivo clasificado como confidencial  (según consta del expediente electrónico de la 



licitación, apartado “3. Apertura de Ofertas”/ posición No. 2 CTM Corporación Tecnológica 



Magallanes Sociedad Anónima/ Consulta de ofertas/ Archivo adjunto No. 1 de la Oferta 



CTM denominado “oferta CTM.pdf”); c) la empresa Aseo General AG S.A. presentó oferta 



que consta de quince archivos, cuatro de ellos clasificados como confidenciales (según 



consta del expediente electrónico de la licitación, apartado “3. Apertura de Ofertas”/ 



posición No. 3 Aseo General AG Sociedad Anónima/ Consulta de ofertas/ Archivos 



adjuntos No. 1 de la Vagoneta denominado “Vagoneta.pdf”; No. 2 de la Excavadora 



denominado “Excavadora.pdf”; No. 7 de las Razones Financieras denominado 



“Certificación Razones Financieras.pdf” y No. 8 de los Estados Financieros Auditados 



denominado “Estados auditados 1-fusionado.pdf”) 3) Que mediante Acuerdos adoptados 



por el Concejo Municipal de Santa Cruz, el primero de ellos en Sesión Ordinaria No. 35-



2019, Artículo 01 celebrada el día 27 de agosto del año 2019 y Acuerdo No. 37-2019, 



Artículo 06 celebrada el 10 de setiembre de 2019, se valida la oferta de la empresa Aseo 



General AG S.A. y se dispone adjudicar la misma por un precio de ¢8.800 por tonelada. 



(según consta del expediente electrónico de la licitación, apartado 4. Información de 



Adjudicación/ “Acto de Adjudicación”/ “Información de Publicación” y consulta de los 



archivos adjuntos No. 1 denominado “SM-1192-ORD.35-2019 DE LA CONTRATACION DE 



SERVICIO DE OPERACION DEL RELLENO SANITARIO MECANIZAO PTA SANTA 



CRUZ.pdf” y No. 2 denominado “SM-1240-Ord.37-2019 VALIDACION DE OFERTA 



ACUERDO SM-1192-ORD35-2019.pdf”) 4) Que mediante oficio No. DMS-0073-2019 de 



fecha 2019-10-18, la empresa Radiográfica Costarricense S.A. certificó: “que en dicho 



expediente no consta resolución motivada por parte de la Municipalidad de Santa Cruz 



declarando confidencial algún documento de dicho expediente (…) la única oferta en la 



cual no se adjuntaron archivos con documentos clasificados como confidenciales es la 



oferta (…) presentada por WPP – CORICLEAN, Los Pinos WASTE DISPOSAL, S.A. (...) 



las Instituciones bajo su entera responsabilidad y siguiendo los procedimientos que 
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correspondan, pueden reclasificar la condición de confidencialidad que ha establecido el 



proveedor comercial en la presentación de la oferta y permitir así que dichos documentos 



sean consultados públicamente desde el expediente electrónico por cualquier interesado” 



(según consta a folio 99 del expediente de los recursos de apelación). 5) Que mediante 



oficio No. PROV-063-2019 de fecha 26 de noviembre de 2019, la Municipalidad licitante 



manifestó: “No consta en el expediente acto razonado mediante el cual se clasificaron 



documentos confidenciales, lo anterior debido a que las ofertas se dejaron tal cual fueron 



presentadas por parte de los oferentes, quienes en ningún momento solicitaron hacerlas 



públicas. Se procederá a poner a disposición la integridad del expediente” (según consta a 



folio 159 del expediente de los recursos de apelación) ------------------------------------------------- 



II. SOBRE EL FONDO DEL RECURSO. a) Sobre la información confidencial y el 



acceso al expediente administrativo. Manifiesta la empresa apelante, que en el caso 



constan documentos clasificados como confidenciales para las ofertas entre éstas de la 



adjudicataria, la cual contiene elementos referidos a la vagoneta y la excavadora sin que se 



logre visualizar una justificación en el expediente administrativo. Afirma que uno de los 



principios fundamentales en materia de contratación administrativa lo es la publicidad, que 



garantiza la transparencia y corrección en la tramitación del procedimiento. Estima que esta 



posición genera nulidad absoluta de todo lo actuado, por cuanto no sólo tuvo restricción 



para acceder a la oferta de la empresa adjudicataria sino además a la oferta de la empresa 



de la oferente Magallanes, que según se desprende del análisis de ofertas es el mismo 



equipo que el ofertado por la adjudicataria. Por su parte, la empresa adjudicataria 



manifiesta que en su caso la indicación de confidencialidad fue un error y que en todo 



caso, la empresa recurrente posee la misma circunstancia de presentar elementos 



confidenciales en la oferta. Estima que ello no enerva a la recurrente de conocer las 



cualidades de sus equipos por lo que no habría indefensión alguna. La Administración 



manifiesta que en caso de que la empresa recurrente hubiera considerado el estado de 



indefensión que aquí defiende, debió activar los mecanismos legales ante la propia 



administración lo cual no sucedió durante el proceso de contratación administrativa y por lo 



tanto el momento para alegarlo se encuentra precluído. Criterio de la División: En el caso 



de análisis, consta que la Municipalidad de Santa Cruz promovió una licitación pública con 



el objeto de contratar el "servicio de operación del relleno sanitario mecanizado del Parque 



Tecnológico Ambiental de Santa Cruz, Guanacaste", concurso en el cual participaron 



cuatro ofertas, a saber: CTM Corporación Tecnológica Magallanes S.A., Empresas Berthier 











5 
 



 



Ebi de Costa Rica Sociedad Anónima, Aseo General AG Sociedad Anónima y el Consorcio 



WPP Coriclean Los Pinos Waste Disposal S.A. & WPP Continental de Costa Rica S.A. 



(hecho probado 1). Al respecto, se desprende de los Acuerdos adoptados por el Concejo 



Municipal de Santa Cruz, el primero de ellos en Sesión Ordinaria No. 35-2019, Artículo 01 



celebrada el día 27 de agosto del año 2019 y Acuerdo No. 37-2019, Artículo 06 celebrada 



el 10 de setiembre de 2019, que se valida la oferta de la empresa Aseo General AG S.A. y 



se dispone adjudicar la misma por un precio de ¢8.800 por tonelada. (hecho probado 3). Es 



de frente al acto adoptado a favor de la citada empresa Aseo General AG S.A., que la 



recurrente ha venido a impugnar la adjudicación por considerar que en el caso la 



información arrojada en tales acuerdos resultó ser insuficiente para tener por acreditada la 



elegibilidad de esta oferta. Como parte del ejercicio que le corresponde de examinar la 



oferta contra quien alega, el apelante ha señalado una imposibilidad por verificar todos los 



documentos que integran la plica adjudicada por cuanto no tuvo acceso a piezas 



declaradas confidenciales. En concreto, de una verificación de las piezas del expediente, 



ciertamente se observa que para el caso, la empresa Aseo General AG S.A. presentó 



oferta que consta de quince archivos, cuatro de ellos clasificados como confidenciales 



referidos al equipo y a razones financieras (hecho probado 2 inciso a). Dicho lo anterior, 



conviene realizar una serie de precisiones en lo que atañe al tratamiento de 



confidencialidad de la información en general. En primer orden, conviene partir del mandato 



constitucional del libre acceso a la información que consta en oficinas públicas tal cual lo 



recoge el artículo 30 de la Constitución Política de Costa Rica, que en lo literal señala: “Se 



garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información 



sobre asuntos de interés público. Quedan a salvo los secretos de Estado”. De lo anterior, la 



regla fijada por el constituyente lo es el acceso pleno a la información, salvo en casos de 



excepción como bien lo señala la norma, puede tratarse de secreto de estado. Con ello, 



que el tratamiento y acceso libre a la información encuentra límites en aquellos casos que 



señale el legislador, lo cual ha sido reseñado incluso por la Procuraduría General de la 



República: “En nuestro ordenamiento la información confidencial se constituye en un límite 



para el acceso a la información que consta en oficinas públicas. Por ende, al derecho de 



acceso a la información pública. Es por ello que más allá de la información privada o de 



interés privado, la confidencialidad debe ser definida por el legislador. (…) Considerando lo 



anterior, podría decirse que la información confidencial es, en principio, información no 



pública ya que normalmente es información privada. Por otra parte, otro de los límites está 
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referido a la divulgación de esta información. Ello en el tanto se requiere la autorización del 



derecho habiente o en su caso, disposición legal con base en un interés público. Es por 



ello que si se autoriza a quien ha registrado la información, verbi grati la Administración, a 



transferir esa información, la persona que la recibe debe guardar la confidencialidad. Se 



sigue de lo anterior que la confidencialidad de una determinada información se constituye 



en un límite al derecho de acceso a la información, consagrado en el artículo 30 de la 



Constitución Política. Este derecho ha sido considerado uno de los principios 



fundamentales del Estado Social de Derecho, en cuanto posibilita la participación de los 



ciudadanos en la toma de decisiones políticas. El  principio es que la información 



constando en la Administración Pública es pública, en tanto no esté protegida por la 



reserva establecida en el artículo 24 constitucional o se trate de un secreto de Estado (Sala 



Constitucional, resolución N° 7885 -2002 de 14:45 hrs. de 20 de agosto de 2000). Por 



consiguiente, ese acceso está denegado cuando se trata de información confidencial. A 



contrario sensu, si la información es de interés público no puede recibir la protección que 



asegura la confidencialidad de la información, salvo que existan motivos superiores 



definidos por el legislador que justifiquen esa confidencialidad. En ese sentido, 



corresponde al legislador definir cuándo una información pública será confidencial. Lo que 



deberá sujetarse a los principios de razonabilidad y proporcionalidad propios de las 



restricciones a los derechso (sic) fundamentales. En ejercicio de sus competencias, el 



legislador ha definido que información comercial, económica, industrial constituye 



información confidencial” (ver Opinión Jurídica No. 062-J del 21 de julio de 2019). De esta 



forma, la restricción al libre acceso a la información no constituye una posibilidad 



discrecional de la Administración frente a la sola petición de parte, sino que obedece a una 



justificación razonable de quien solicita impedir la divulgación de la información. En ese 



sentido, continúa indicando la Procuraduría General que: “En determinadas circunstancias 



mantener cierta información bajo carácter confidencial permite a una compañía obtener una 



ventaja competitiva respecto de terceros, dado que la menor divulgación de un 



conocimiento puede derivar en el aumento de su valor.  Ante esta realidad, la tutela de la 



información confidencial se ha transformado en un tema de especial relevancia. Las 



empresas son titulares de distintos secretos; algunos técnicos, como la descripción 



detallada de un método de fabricación; otros son de índole comercial, como una lista de 



nombres y direcciones de clientes que podría interesar a un competidor. Algunos secretos 



son extremadamente valiosos, por ejemplo, la fórmula para la fabricación de algún 
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producto específico como puede ser una bebida, por ejemplo.  Otros más sencillos, pueden 



consistir en una sola palabra, como el nombre de una empresa que se prevé 



adquirir,  otros  más complejos, como los detalles de una nueva campaña publicitaria.  El 



elemento común es que todos ellos pueden ser protegidos.  Para estos efectos, se 



considera como confidencial a aquella información que no es generalmente conocida en 



una actividad industrial o comercial determinada, que además tiene valor económico y que 



es objeto de medidas adecuadas para preservar su carácter secreto (delimitación de áreas 



de acceso restringido, preservación de documentos en cajas de seguridad, acceso a base 



de datos a través de una clave de identificación, celebración de convenios de 



confidencialidad).  En una entidad comercial puede abarcar -por ejemplo- los datos 



obtenidos para la mejora de un proceso de manufactura, una nueva fórmula, planes de 



comercialización, datos financieros, un nuevo programa de computación, política de 



precios, informe sobre proveedores y suministro de materiales, lista de clientes y sus 



preferencias de consumo. En nuestro ordenamiento jurídico la Ley de Información No 



Divulgada, Ley N° 7975 del 4 de enero del 2000, protege la información no divulgada 



relacionada con los secretos comerciales e industriales”. Corolario de los diferentes 



escenarios a los que remite la Procuraduría y que han sido definidos por el legislador como 



aquellos en los que podría ser factible reservar el conocimiento de la información, se lee 



del artículo 2 de la Ley No. 7975: “Ámbito de protección. Protégese la información no 



divulgada referente a los secretos comerciales e industriales que guarde, con carácter 



confidencial, una persona física o jurídica para impedir que información legítimamente bajo 



su control sea divulgada a terceros, adquirida o utilizada sin su consentimiento por 



terceros, de manera contraria a los usos comerciales honestos, siempre y cuando dicha 



información se ajuste a lo siguiente: a) Sea secreta, en el sentido de que no sea, como 



cuerpo ni en la configuración y reunión precisas de sus componentes, generalmente 



conocida ni fácilmente accesible para las personas introducidas en los círculos donde 



normalmente se utiliza este tipo de información. b) Esté legalmente bajo el control de una 



persona que haya adoptado medidas razonables y proporcionales para mantenerla 



secreta. c) Tenga un valor comercial por su carácter de secreta. La información no 



divulgada se refiere, en especial, a la naturaleza, las características o finalidades de los 



productos y los métodos o procesos de producción. Para los efectos del primer párrafo del 



presente artículo, se definirán como formas contrarias a los usos comerciales honestos, 



entre otras, las prácticas de incumplimiento de contratos, el abuso de confianza, la 
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instigación a la infracción y la adquisición de información no divulgada por terceros que 



hayan sabido que la adquisición implicaba tales prácticas o que, por negligencia grave, no 



lo hayan sabido. La información que se considere como no divulgada deberá constar en 



documentos, medios electrónicos o magnéticos, discos ópticos, microfilmes, películas u 



otros elementos similares”. De esta forma, se hace especial énfasis en la importancia que 



tiene la adecuada fundamentación en cuanto a la clasificación confidencial de la 



información, por cuanto no es cualquier circunstancia la que puede restringir derechos 



fundamentales como lo es el acceso pleno a la información pública, que solo encuentra 



límite ante el secreto de estado, secreto comercial o industrial. Y es que precisamente 



estos límites no solo se sustentan en la naturaleza de la información, sino que por 



imperativo constitucional la información de las oficinas públicas resultan de interés público 



en la medida que constituyen insumo de fiscalización de la actuación pública. Este 



dimensionamiento ha sido recogido incluso en la Ley contra la Corrupción y el 



Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422 en su artículo 7 que expone: 



“Artículo 7º-Libre acceso a la información. Es de interés público la información 



relacionada con el ingreso, la presupuestación, la custodia, la fiscalización, la 



administración, la inversión y el gasto de los fondos públicos, así como la información 



necesaria para asegurar la efectividad de la presente Ley, en relación con hechos y 



conductas de los funcionarios públicos. No obstante, la Contraloría General de la República 



solo podrá revisar documentos de carácter privado según lo dispuesto en el artículo 24 de 



la Constitución Política y en el artículo 11 de la presente Ley”. Este principio de libre acceso 



a la información ha sido impregnado a su vez en la materia de contratación administrativa, 



por cuanto el artículo 6 de la Ley de Contratación Administrativa dispone la obligación de 



otorgar acceso al expediente al administrado, así: “Principio de publicidad. Los 



procedimientos de contratación se darán a la publicidad por los medios correspondientes a 



su naturaleza. Todo interesado tendrá libre acceso al expediente de contratación 



administrativa y a la información complementaria”. En esta misma línea, el artículo 40 de la 



citada Ley destaca: “Artículo 40.- Uso de medios digitales. Toda la actividad de 



contratación regulada en la presente ley, así como aquella que se regule bajo cualquier 



régimen especial, deberá realizarse por medio del Sistema digital unificado de compras 



públicas. Dicho sistema de gestión será único y centralizado y su administración estará a 



cargo del Poder Ejecutivo. El sistema deberá reproducir toda la información relativa a cada 



una de las etapas del procedimiento de compras. Asimismo, el Sistema digital unificado de 
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compras públicas garantizará la total transparencia y publicidad de cada uno de los 



procedimientos, documentos e información relacionada con dichos procesos de compras, 



para lo cual el sistema debe reproducir la información en formatos digitales aptos para que 



el público pueda descargarlos, copiarlos, manipularlos y reproducirlos. Para realizar los 



actos previstos en esta ley, la administración y los particulares deberán ajustarse a las 



regulaciones de la Ley N.° 8454, Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos 



Electrónicos, de 30 de agosto de 2005”. De la misma manera, el Reglamento a la Ley de 



Contratación Administrativa destaca en el artículo 11 párrafo segundo cual es la excepción 



al libre acceso: “Quedan excluidos del acceso a los documentos declarados confidenciales 



por la Administración contratante los participantes y el público en general, dichos 



documentos se mantendrán dentro del expediente electrónico de la contratación, teniendo 



acceso a ellos únicamente la Administración y el oferente que los aportó”. Valga 



mencionar, que en el numeral 63 del citado cuerpo normativo el reglamentista estableció 



cual es la oportunidad durante la cual puede mantenerse la condición de confidencialidad 



sea hasta tanto se practique la apertura respectiva: “Artículo 63.-Presentación. La oferta 



deberá presentarse en el Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP), debidamente 



firmada por quien tenga poder suficiente para ello en los términos del Reglamento de Uso 



del Sistema. Deberá garantizarse siempre la confidencialidad de las ofertas hasta que se 



practique la apertura”. Por último y no menos importante, resulta fundamental traer a 



colación que los principios de publicidad y libre acceso antes desarrollados también se 



materializan en lo dispuesto en los artículos 4 y 10 del Reglamento para la utilización del 



Sistema Integrado de Compras Públicas SICOP (Decreto Ejecutivo No. 41438 del 12 de 



octubre de 2018). En concreto, el artículo 10 señala: “En cada procedimiento 



de contratación administrativa que se realice en SICOP, el expediente será electrónico y 



contendrá todos los documento electrónicos que se generen en el trámite del 



procedimiento que se efectúe en el Sistema. Cada documento agregado deberá estar 



numerado y ordenado cronológicamente. Todo interesado tendrá libre acceso al 



expediente electrónico del procedimiento de contratación, el cual podrá ser consultado en 



línea. El expediente estará foliado mediante un índice de asientos consecutivos. Mediante 



acto razonado por la institución usuaria, los documentos y los procedimientos calificados 



como confidenciales, secreto comercial, industrial o económico, de oficio o a solicitud de la 



parte interesada según lo regulado por la normativa especial aplicable a la institución 



usuaria, serán de acceso restringido. Salvo a solicitud de la Contraloría General de la 
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República que por sus competencias, solicite a la institución contratante la visualización de 



estos documentos”. Considerando el asidero jurídico antes mencionado, la restricción al 



acceso público de la información solo puede ocurrir en aquellos casos en que se haya 



documentado por escrito mediante acto razonado de la Administración, las circunstancias 



que sustentan dicha decisión y que no pueden ser otras más que las que ya han sido 



dispuestas por el legislador tal cual se desarrolló en líneas anteriores. Por lo que en 



adelante, se analizará si en el caso concreto, la información que se encuentra en el 



expediente determinada como confidencial se ampara a las reglas indicadas para afirmar si 



en el caso ha existido una lesión al recurrente tal cual lo afirma en su recurso. Sobre el 



particular, mediante resolución R-DCA-1021-2019 de las doce horas veintidós minutos del 



diez de octubre de dos mil diecinueve, este órgano contralor le solicitó a RADIOGRÁFICA 



COSTARRICENSE S. A. (RACSA), en su calidad de proveedor ante el Estado de la 



plataforma tecnológica que sirve de base para el Sistema SICOP al tenor de lo dispuesto 



en los artículos 119 y 201 del Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y 



Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones (Decreto 



Ejecutivo Nº 35148-MINAET del 24 de febrero de 2009), certificar si existe resolución 



motivada por parte de la Municipalidad Licitante para declarar confidencial algún 



documento del expediente electrónico, sobre lo cual manifestó en el oficio No. DMS-0073-



2019 de fecha 2019-10-18, la empresa Radiográfica Costarricense S.A. certificó: “que en 



dicho expediente no consta resolución motivada por parte de la Municipalidad de Santa 



Cruz declarando confidencial algún documento de dicho expediente (…) la única oferta en 



la cual no se adjuntaron archivos con documentos clasificados como confidenciales es la 



oferta (…) presentada por WPP – CORICLEAN, Los Pinos WASTE DISPOSAL, S.A. (...) 



las Instituciones bajo su entera responsabilidad y siguiendo los procedimientos que 



correspondan, pueden reclasificar la condición de confidencialidad que ha establecido el 



proveedor comercial en la presentación de la oferta y permitir así que dichos documentos 



sean consultados públicamente desde el expediente electrónico por cualquier interesado” 



(hecho probado 4). De esta forma, se advierte en primer término que en el expediente 



electrónico no solamente constan elementos clasificados como confidenciales desde la 



oferta adjudicada, sino que constan otras dos de las oferta, entre ellas la oferta aquí 



recurrente que poseen documentos con este mismo tratamiento, lo cual fue corroborado 



por este órgano contralor y así se tuvo por acreditado del expediente, en la medida que 



Empresas Berthier Ebi de Costa Rica S.A. presentó oferta que consta de cinco archivos 
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clasificados todos como confidenciales y por otra parte, la empresa CTM Corporación 



Tecnológica Magallanes S.A. presentó oferta que consta de un único archivo clasificado 



como confidencial  (hecho probado 2). De las manifestaciones obtenidas por RACSA a su 



vez se comprobó que en el caso, el expediente electrónico no registró el acto motivado por 



parte de la Administración en el cual se hicieren las valoraciones correspondientes en 



cuanto al tratamiento de la información. En este sentido, este órgano contralor requirió a la 



Administración según auto de las nueve horas trece minutos del veinticinco de noviembre 



de dos mil diecinueve, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 4, 10, 90, 91 y 92 



del Reglamento para la utilización del Sistema Integrado de Compras Públicas SICOP 



(Decreto Ejecutivo No. 41438 del 12 de octubre de 2018) referirse a los documentos que 



han sido declarados confidenciales en el expediente administrativo, sobre lo cual se le 



solicitó remitir el acto razonado mediante el cual clasificó los documentos con carácter 



confidencial. En respuesta, se emitió el oficio No. PROV-063-2019 de fecha 26 de 



noviembre de 2019, la Municipalidad licitante manifestó: “No consta en el expediente acto 



razonado mediante el cual se clasificaron documentos confidenciales, lo anterior debido a 



que las ofertas se dejaron tal cual fueron presentadas por parte de los oferentes, quienes 



en ningún momento solicitaron hacerlas públicas. Se procederá a poner a disposición la 



integridad del expediente” (hecho probado 5). De las manifestaciones de la Administración 



se reafirma que para el caso de análisis, la información seleccionada como confidencial no 



fue objeto de valoración por parte de la Administración responsable de custodiar y 



administrar en este caso el expediente de la contratación, sobre lo cual no media 



justificación alguna para haber impedido el acceso de las piezas a la parte que aquí lo 



reclama, lo cual representa vicio suficiente para anular el acto de frente a la posibilidad 



limitada que tuvo la parte para ejercer de forma plena su derecho a la impugnación del 



acto, esgrimiendo para ello la información completa en el expediente. De especial 



relevancia resulta también, que en el caso concreto no solo la plica de la empresa 



adjudicataria presentaba esta condición, sino que la presencia de información confidencial 



también se verificó en la oferta de la empresa recurrente, lo cual incluso fue traído a 



colación en el caso por Aseo General AG S.A., siendo que en su respuesta a la audiencia 



inicial claramente mencionó: “efectivamente mi representada presento (sic) grado de 



confidencialidad a ciertos documentos, lo cual se generó por error y no es de objeto 



negarlo por nuestra parte, igualmente aunque no es argumentación de debate, cada una 



de las ofertas de las otras empresas hicieron exactamente lo mismo, incluyendo a la misma 
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recurrente que subió e incorporó un único archivo de manera confidencial (…) llama la 



atención que invoca como un acto “cuestionable” lo que de manera idéntica realizó” (folio 



115 del expediente administrativo de la contratación). A pesar de que la empresa 



adjudicataria no manifiesta agravio alguno de frente a esta situación, este órgano contralor 



no pierde de vista que en un plano de igualdad, de la misma manera en que a la recurrente 



se le lesiona su derecho a impugnar en forma completa el acto final por cuanto no tuvo 



acceso a todos los documentos relevantes, esta misma situación la plantea en forma 



indirecta la empresa adjudicataria en el presente trámite por cuanto no podría oponer 



alguna defensa en lo que a la legitimación del apelante se refiere, considerando que en su 



caso tampoco tuvo el acceso oportuno a la información. La negatoria que en este caso se 



ha constatado por parte de la Administración de no haber brindado la publicidad de las 



piezas sin haber mediado declaratoria al amparo de la normativa vigente, implica 



precisamente una lesión sustantiva al ejercicio del derecho de impugnación; en la medida 



que es a través de la verificación oportuna de la información completa de las ofertas (que 



consta en registros y archivos administrativos como ocurre en este caso desde el 



expediente electrónico de la contratación), que las partes pueden examinar la actuación 



administrativa y cuestionar el resultado obtenido para cada una de ellas y en este caso 



además, la selección de la oferta ganadora. De esta forma, al estar en presencia de 



documentos que no fueron del conocimiento de las partes, cuya condición confidencial se 



mantuvo incluso en esta sede, en tanto no fue sino hasta la emisión del oficio No. PROV-



063-2019 de fecha 26 de noviembre de 2019 en que la Administración resuelve poner a 



disposición la integralidad del expediente a todas las partes (hecho probado 5). En 



consecuencia, se ha vulnerado en este caso la debida tutela de defensa por cuanto no 



podría exigirse a los oferentes activar los mecanismos de impugnación que el 



ordenamiento les permite para gestionar en forma fundada la revisión de los criterios 



conforme a los cuales se determinó la elegibilidad o inelegibilidad de las plicas, entre ellas 



la de Aseo General tal cual lo plantea la recurrente en este caso. De esa forma, las 



posibilidades de respuesta que podría brindar en el trámite del procedimiento de apelación 



en la medida que hay aspectos que desconocen de las ofertas presentadas a concurso, lo 



cual enerva a todas luces la capacidad de análisis que puedan emitir al respecto para 



requerir a un tercero imparcial como lo es en este caso la Contraloría General, 



pronunciarse sobre aspectos que desconocen en el propio trámite. En consecuencia, se 



declara parcialmente con lugar este extremo del recurso en los términos que lo reclama 
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la recurrente de que no ha podido ejercer adecuadamente la posibilidad de impugnación. 



Por ello, se impone anular el acto de adjudicación recaído a favor de Aseo General AG 



S.A. el recurso. En virtud de lo antes expuesto, no se entran a resolver los alegatos 



restantes que han sido argumentados por la parte. ------------------------------------------------------ 



POR TANTO 



De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 84y siguientes de la Ley de 



la Contratación Administrativa, 182 y siguientes del Reglamento a la Ley de Contratación 



Administrativa, SE RESUELVE: 1) DECLARAR PARCIALMENTE CON LUGAR el 



recurso de apelación interpuesto por interpuesto por EMPRESAS BERTHIER EBI DE 



COSTA RICA SOCIEDAD ANÓNIMA en contra del acto de adjudicación de la Licitación 



Pública 2019LN-000001-0021000001 promovida por la MUNICIPALIDAD DE SANTA 



CRUZ para la contratación del "servicio de operación del relleno sanitario mecanizado del 



Parque Tecnológico Ambiental de Santa Cruz, Guanacaste", acto recaído a favor del 



ASEO GENERAL AG SOCIEDAD ANONIMA por un monto de ¢8.800 (ocho mil 



ochocientos colones) por tonelada métrica, cuantía inestimable, acto el cual se anula. 2) 



De conformidad con el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa se da por 



agotada la vía administrativa. --------------------------------------------------------------------------------- 



NOTIFÍQUESE. --------------------------------------------------------------------------------------------------- 



 



         Allan Ugalde Rojas 
         Gerente de División 



 



  
 



Elard Gonzalo Ortega Pérez Edgar Herrerra Loaiza 
Gerente Asociado Gerente Asociado 
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San José, 16 de marzo de 2023 



Criterio N° 114-DJ/CAD-2023 



 



 



 



Licda.  



Adriana Esquivel Sanabria, Jefa a.í. 



DEPARTAMENTO DE PROVEEDURÍA 



S. D.  



 



 



 



Estimada señora: 



 



 



Nos referimos al contenido del oficio N° 703-DP/11-2023, suscrito por la licenciada 



Mauren Venegas Méndez, Jefa del Subproceso de Licitaciones de ese Departamento, requiriendo 



el análisis legal de las catorce ofertas presentadas en la Licitación Abreviada Nº 2023LA-000001-



0001300001, cuyo objeto es la “Contratación de servicios de mano de obra para los 



mantenimientos preventivos de mecánica para los vehículos del Organismo de Investigación 



Judicial, según demanda”.  



 



Primeramente se advierte, que las consideraciones vertidas en el presente criterio, se hacen 



teniendo como referencia lo dispuesto sobre la revisión de ofertas en la Ley de Contratación 



Administrativa N°7494 y su Reglamento, ya que al iniciarse el procedimiento N° 2023LA-000001-



0001300001 estando en vigencia esa ley, aún le es aplicable. Esto, de conformidad con el 



Transitorio N°1 de la nueva Ley General de Contratación Pública N° 9986, que establece:  



 



“…TRANSITORIO I- Los procedimientos de contratación y contratos iniciados, antes de la 



vigencia de esta ley, se concluirán conforme a las disposiciones vigentes en el momento de 



adoptarse la decisión inicial del concurso...”. 



 



Ahora bien, como observación general para todas las ofertas, se aclara que esta Dirección 



revisó que se aportara la documentación atinente al requisito de admisibilidad, pero corresponde al 
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órgano técnico verificar que la información aportada –ubicación de los talleres, características de 



las instalaciones físicas de los talleres, condiciones mínimas de seguridad, cartas de experiencia, 



atestados del personal técnico y plan de gestión ambiental– sea conteste con lo requerido en el 



pliego de condiciones, en el entendido de que en caso de que el técnico determine que están 



incompletos, se podrá cursar la prevención respectiva para subsanar lo omitido, de conformidad 



con los artículos 80 y 81 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



 



 



OFERTA N°1. PURDY MOTOR S.A., cédula jurídica 3-101-005744  



 



La cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.3.1 El oferente 



deberá aportar declaración jurada indicando explícitamente que las instalaciones cumplen con 



cada una de las siguientes características mínimas: Área mínima obligatoria: 300 mt2 de 



construcción en perímetro cerrado, y para lo cual deberá aportar en la oferta copia plano 



debidamente visado por el CFIA o la Municipalidad de la localidad…”.  



 



Sobre el particular, la declaración jurada aportada en la plica, no señala el área de los talleres 



propuestos, ni se observa el aporte de las copias de los planos de los talleres propuestos. Se deberá 



prevenir a la oferente para que subsane la declaración jurada, con base al numeral 81 inciso a) del 



Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y en cuanto a los planos visados, al 



corresponder hechos históricos, no se otorga una ventaja indebida frente a las demás oferentes, por 



lo que es viable cursar prevención para que los aporte. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se instauró: “…2.5 El taller 



deberá aportar copia del permiso de funcionamiento respectivo, el cual debe estar al día a la 



fecha de recepción de las ofertas, además deberá de mantenerse en esa condición durante la 



vigencia del contrato para lo cual deberá presentar una declaración jurada asumiendo ese 



compromiso…”.  
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En cuanto a lo anterior, en la plica efectivamente se aportó el permiso de funcionamiento, 



no obstante, se echa de menos la declaración jurada, por lo que se deberá prevenir a la oferente 



para que lo subsane, de conformidad con el numeral 81 inciso a) del Reglamento de rito. 



 



Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.6 El taller debe 



contar con las condiciones mínimas de seguridad, tales como extintores que se encuentren en 



buen estado y al día con la recarga y salidas de emergencia en su local, para lo cual deberá 



aportar los planos respectivos del local en donde se pueda comprobar esta información, 



adicionalmente deberá aportar fotos de las salidas de emergencia debidamente rotuladas, estos 



aspectos se comprobarán en la visita de campo que se realizará una vez recibida la oferta…”. En 



la plica no se aportaron los planos ni las fotos que fueron requeridas, por lo que se deberá prevenir 



a la oferente para que lo subsane. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se incorporó: “…2.10 El 



taller deberá disponer como mínimo de dos técnicos en mecánica automotriz, para lo que deberá 



aportar hoja de vida, el título o certificado respectivo, emitido por entidad pública (Colegio 



Técnico Vocacional Instituto Nacional de Aprendizaje o Instituto en Mecánica Automotriz 



reconocido por el INA), personal que deberá tener como mínimo 2 años de experiencia en el área. 



Asimismo, deberá contar con una cantidad mínima de 4 operarios, los cuales deberán contar con 



1 año de experiencia mínima. Para lo anterior deberá aportar una declaración jurada…”. En la 



declaración jurada no se hace referencia a los técnicos en mecánica automotriz, únicamente a los 



operarios, por lo que al igual que se ha venido indicando con las otras declaraciones, se deberá 



prevenir para que aporte la declaración tal y como fue solicitado en el pliego de condiciones. 



 



Por otra parte, la cláusula “4 Certificaciones y otros documentos que deberá de aportar 



el oferente”, requirió que: “…4.6 El oferente debe presentar el Certificado de la Municipalidad 



del cantón en el que tenga asentado su domicilio, donde se acredite que cuenta con la licencia 



(patente) propia del giro relacionado con el objeto de la presente contratación para el día de 



apertura de ofertas (…) Adicionalmente, cada oferente deberá aportar el documento que emita la 



Municipalidad respectiva para demostrar que se encuentra al día con el pago del impuesto de 
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patente…”. Al respecto, en la plica efectivamente se aportó la patente requerida, no obstante, se 



echa de menos el documento que emita la Municipalidad respectiva, donde se demuestre que se 



encuentra al día con el pago del impuesto de patente. Se debe prevenir para que lo subsane, en el 



entendido que corresponde a un hecho histórico que no le otorga una ventaja indebida. 



 



OFERTA N° 2. CORPORACIÓN GRUPO Q S.A., cédula jurídica 3-101-025849  



 



En primera instancia, con relación a la solicitud de especial pronunciamiento en cuanto a la 



justificación presentada por la oferente, a efecto de mantener confidencial su plica, presentando la 



siguiente justificación:  



 



“…Para Corporación Grupo Q s.a (sic), es muy importe guardar la confidencialidad de ambos 



documentos Beneficiarios y Beneficiarios 2 en base a la ley Adjunta. 



  



• A su vez las personas que pueden tener acceso a examinar estos documentos es el personal 



propio que lo solicito y lo va a calificación dentro de esta licitación.  



• El plazo de la condición de acceso restringido es mientras se encuentre en el análisis y revisión 



de nuestra oferta.  



• El plazo de este documento sea restringido es definitivo.  



• Los documentos enviados a la pagina (sic) sicop en su gran mayoría son de carácter publico 



(sic), por lo que se vuelve información susceptible y delicado para nuestra empresa por esta razón 



solicitamos la confidencialidad especifica ambos documentos.  



 



Ley General de la Administración Pública que dice:  



Artículo 273.-  



1. No habrá acceso a las piezas del expediente cuyo conocimiento pueda comprometer secretos de 



Estado o información confidencial de la contraparte o, en general, cuando el examen de dichas 



piezas confiera a la parte un privilegió indebido o una oportunidad para dañar ilegítimamente a 



la Administración, a la contraparte o a terceros, dentro o fuera del expediente.  



El Reglamento a la Ley General de Contratación Pública, también trata el tema de las solicitudes 



de confidencialidad de la siguiente manera:  



Artículo 30. De la información confidencial en el sistema digital unificado. En el supuesto que un 



participante considere que la información aportada para un procedimiento de contratación es de 



carácter confidencial, deberá indicarlo en el sistema digital unificado con sus motivos y sustento 



jurídico con la finalidad de cumplir lo preceptuado en el artículo 15 de la Ley General de 



Contratación Pública, salvo solicitud de la Contraloría General de República, la Procuraduría 



General de la República o cualquier autoridad judicial que por sus competencias, requieran a la 



Administración contratante la visualización de dicha información.” …”. 
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En cuanto a lo anterior, esta Dirección Jurídica no comparte la justificación brindada por la 



oferente, toda vez que no se desprenden motivos suficientes que puedan justificar un tratamiento 



confidencial de la información suministrada, ya que únicamente se limita a transcribir dos artículos, 



sin un adecuado razonamiento o desarrollo de las razones por las que considera deban permanecer 



como confidenciales, las declaraciones juradas supracitadas. 



 



Al respecto, se tiene como antecedente lo dispuesto por la Contraloría General de la 



República para determinar la procedencia de la confidencialidad de la información, del 17 de 



febrero de 2021 (en términos similares, ver la resolución R-DCA-1260-2019 del 05 de diciembre 



de 2019, del Órgano Contralor), donde se desprende la obligación de las personas participantes de 



aportar una justificación lo suficientemente razonable para impedir la divulgación de la 



información que requiere resguardar, tomando en consideración los principios constitucionales del 



libre acceso a la información, transparencia y publicidad, en los siguientes términos: 



 



“…es criterio de esta División que para determinar la procedencia de la confidencialidad de dicha 



información, se debe partir de lo establecido en el artículo 30 de la Constitución Política, que 



dispone lo siguiente: “ARTÍCULO 30.- Se garantiza el libre acceso a los departamentos 



administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público. / Quedan a salvo 



los secretos de Estado”. Este artículo, contemplado dentro del Título IV “Derechos y Garantías 



Individuales” de la Carta Magna, viene a plasmar la voluntad del constituyente de garantizar, 



como un derecho individual, el acceso a la información y esto asume relevancia por cuanto, 



tratándose de un derecho constitucional, cualquier aplicación o interpretación de normas debe 



darse a favor de mantener el ejercicio del derecho y no de manera contraria. Lo anterior, guarda 



consonancia con lo expuesto por este órgano contralor en la resolución número R-DCA-077-2012 



de las doce horas del catorce de febrero del dos mil doce, donde se expuso: “…en el caso de 



estudio, vemos como las partes recurrentes han alegado una limitación al acceso del expediente 



por parte de la Administración (…) es importante destacar, que derivado de los artículos 27 y 30 



de la Constitución Política, existe un derecho de petición y acceso a la información administrativa 



para los administrados, la cual en su conjunto garantiza un principio de transparencia y libre 



acceso a la información existente en los departamentos administrativos, sin que exista posibilidad 



alguna de reserva en cuanto a este derecho (…) De ahí que, el limitar el total acceso al expediente 



de la contratación desde el mismo acto de apertura de ofertas (hecho probado 3), no resulta a 



juicio de este Despacho una medida de la Administración armónica con lo regulado en dichas 



normas ni muchos menos, garantista delos derechos fundamentales protegidos, los cuales incluso 



descansan sobre una base jurídica superior…” De lo expuesto, es claro que existe un derecho 



para el acceso a la información, el cual únicamente puede ser limitado por motivos calificados y 
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demostrar que ameriten la confidencialidad de la información, el cual únicamente puede ser 



limitado por motivos calificados y demostrados que ameriten la confidencialidad de la información 



con el fin de salvaguardar derechos o bienes jurídicos tutelados de igual o mayor valor. De igual 



manera, no puede obviarse que en el caso particular se está en presencia de una compra pública, 



donde la transparencia se constituye en un pilar fundamental. Es así como, la restricción al libre 



acceso a la información no constituye una posibilidad discrecional de la Administración frente a 



la sola petición de parte, sino que obedece a una justificación razonable de quien solicita impedir 



la divulgación de la información (…)  por cuanto no es cualquier circunstancia la que puede 



restringir derechos fundamentales como lo es el acceso pleno a información pública, que solo 



encuentra límite ante el secreto de estado, secreto comercial o industrial, pues precisamente esos 



límites no solo se sustentan en la naturaleza misma de la información, sino que por imperativo 



constitucional la información de las oficinas públicas resultan de interés público en la medida que 



constituyen insumo de fiscalización de la actuación pública. De frente a lo expuesto, resulta 



oportuno indicar que el principio de libre acceso a la información ha sido recogido en la Ley 



Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública (Ley No. 8422), en su 



artículo 7 el cual dispone: “Artículo 7º-Libre acceso a la información. Es de interés público la 



información relacionada con el ingreso, la presupuestación, la custodia, la fiscalización, la 



administración, la inversión y el gasto de los fondos públicos, así como la información necesaria 



para asegurar la efectividad de la presente Ley, en relación con hechos y conductas de los 



funcionarios públicos. No obstante, la Contraloría General de la República solo podrá revisar 



documentos de carácter privado según lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución Política y 



en el artículo 11 de la presente Ley”. De manera concordante, su vez en la materia de contratación 



administrativa, de acuerdo al artículo 6 de la Ley de Contratación Administrativa que dispone la 



obligación de otorgar acceso al expediente al administrado, así se encuentra el: “Principio de 



publicidad. Los procedimientos de contratación se darán a la publicidad por los medios 



correspondientes a su naturaleza. Todo interesado tendrá libre acceso al expediente de 



contratación administrativa y a la información complementaria”. Y en esta esta misma línea, 



conviene destacar el artículo 40 de la citada Ley destaca: “Artículo 40.- Uso de medios digitales. 



Toda la actividad de contratación regulada en la presente ley, así como aquella que se regule bajo 



cualquier régimen especial, deberá realizarse por medio del Sistema digital unificado de compras 



públicas. Dicho sistema de gestión será único y centralizado y su administración estará a cargo 



del Poder Ejecutivo. El sistema deberá reproducir toda la información relativa a cada una de las 



etapas del procedimiento de compras. Asimismo, el Sistema digital unificado de compras públicas 



garantizará la total transparencia y publicidad de cada uno de los procedimientos, documentos 



e información relacionada con dichos procesos de compras, para lo cual el sistema debe 



reproducir la información en formatos digitales aptos para que el público pueda descargarlos, 



copiarlos, manipularlos y reproducirlos. (…) De la misma manera, el Reglamento a la Ley de 



Contratación Administrativa destaca en el artículo 11 párrafo segundo cual es la excepción al 



libre acceso: “Quedan excluidos del acceso a los documentos declarados confidenciales por la 



Administración contratante los participantes y el público en general, dichos documentos se 



mantendrán dentro del expediente electrónico de la contratación, teniendo acceso a ellos 



únicamente la Administración y el oferente que los aportó”. (…) Por último y no menos importante, 



resulta fundamental traer a colación que los principios de publicidad y libre acceso antes 



desarrollados también se materializan en lo dispuesto en los artículos 4 y 10 del Reglamento para 
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7 



la utilización del Sistema Integrado de Compras Públicas SICOP (Decreto Ejecutivo No. 41438 



del 12 de octubre de 2018). En concreto, el artículo 10 señala: “En cada procedimiento de 



contratación administrativa que se realice en SICOP, el expediente será electrónico y contendrá 



todos los documentos electrónicos que se generen en el trámite del procedimiento que se efectúe 



en el Sistema. Cada documento agregado deberá estar numerado y ordenado cronológicamente. 



Todo interesado tendrá libre acceso al expediente electrónico del procedimiento de contratación, 



el cual podrá ser consultado en línea. El expediente estará foliado mediante un índice de asientos 



consecutivos. Mediante acto razonado por la institución usuaria, los documentos y los 



procedimientos calificados como confidenciales, secreto comercial, industrial o económico, de 



oficio o a solicitud de la parte interesada según lo regulado por la normativa especial aplicable a 



la institución usuaria, serán de acceso restringido. Salvo a solicitud de la Contraloría General de 



la República que por sus competencias, solicite a la institución contratante la visualización de 



estos documentos”. Considerando el fundamento jurídico antes mencionado, la restricción al 



acceso público de la información solo puede ocurrir en aquellos casos en que se haya 



documentado por escrito mediante acto razonado de la Administración, las circunstancias que 



sustentan dicha decisión y que no pueden ser otras más que las que ya han sido dispuestas por el 



legislador tal cual se desarrolló en líneas anteriores. (…) De esta forma, considera esta División 



que los principios de libre acceso a la información, transparencia y publicidad, así como el 



derecho mismo a la impugnación del acto de adjudicación, se pueden estar viendo vulnerados por 



la actuación administrativa de restringir el acceso a información aportada por los oferentes en el 



proceso de licitación, sin la debida justificación de acuerdo a lo indicado en el presente criterio. 



De esta manera se concluye que, es de exclusiva responsabilidad de esa Administración verificar 



que exista la correspondiente justificación jurídica para mantener la información indicada, 



clasificada como confidencial y restringir su acceso en el expediente electrónico tramitado en 



SICOP…”.  



 



Por lo anterior, y siendo que la oferente se limita a transcribir un artículo de la Ley General 



de la Administración Pública y otro artículo del Reglamento a la Ley General de Contratación 



Pública, el cual no resulta aplicable por cuanto de conformidad con el Transitorio N°1 de la nueva 



Ley General de Contratación Pública N° 9986, que establece: “…TRANSITORIO I- Los 



procedimientos de contratación y contratos iniciados, antes de la vigencia de esta ley, se 



concluirán conforme a las disposiciones vigentes en el momento de adoptarse la decisión inicial 



del concurso...”, considera esta Dirección Jurídica que lo señalado no es suficiente para restringir 



el acceso a la información suministrada, pues el participante no aporta prueba idónea ni justifica 



de qué forma el acceso a esa información podría poner en riesgo el secreto comercial o industrial 



de su empresa o grupo empresarial, ni justifica, de qué forma el acceso a esos datos personales 



podrían afectar los intereses de su representada, por cuanto la sola invocación del carácter privado 



o confidencial de la información no justifica ni demuestra afectación alguna sobre los datos 
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personales aportados y su tratamiento; de forma tal que, a pesar de que el derecho de acceso a la 



información puede ser restringido, el mismo sólo puede ser limitado por motivos calificados y 



debidamente demostrados que ameriten la confidencialidad de la información que se pretende 



resguardar; sin embargo, de las razones actuales no se desprenden motivos suficientes que puedan 



justificar un tratamiento confidencial de la información aportada, por cuanto no es cualquier 



circunstancia la que puede restringir derechos fundamentales como lo es el acceso pleno a 



información pública, que solo encuentra límite ante el secreto de estado, secreto comercial o 



industrial, pues precisamente esos límites no solo se sustentan en la naturaleza misma de la 



información, sino que por imperativo constitucional la información de las oficinas públicas resultan 



de interés público en la medida que constituyen insumo de fiscalización de la actuación pública, 



precisamente porque nos encontramos ante un procedimiento de contratación, donde la 



transparencia y la publicidad constituyen un pilar fundamental para la rendición de cuentas de los 



fondos públicos, que sólo puede ser restringido por razones debidamente justificadas y demostradas 



de quien solicita impedir la divulgación de la información que se pretende resguardar; lo cual, hasta 



el momento, no ha sido demostrado ni debidamente justificado. En consecuencia, salvo mejor 



criterio y justificación del órgano conductor del procedimiento, se considera procedente incorporar 



la información suministrada al expediente electrónico de la presente contratación y otorgar el 



correspondiente acceso público, conforme a los principios constitucionales del libre acceso a la 



información, transparencia y publicidad. 



 



Ahora bien, en cuanto a la oferta presentada, la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, 



requirió aportar: “…2.8 Adicionalmente, considerando que la flotilla vehicular del Poder Judicial 



supera los 800 vehículos aproximadamente, se requerirá para valorar la experiencia el aporte de 



al menos 3 cartas de experiencia que permitan constatar la experiencia mínima solicitada, 



experiencia que deberá ser de al menos 5 años atrás de la fecha de apertura de las ofertas…”. En 



la plica no se aportaron las cartas que fueron requeridas, no obstante, al corresponder a hechos 



históricos inmodificables, es viable prevenir a la oferente para que lo subsane, aportando las cartas 



en los términos que fueron requeridos en el pliego de condiciones. 
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Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se incorporó: “…2.10 El 



taller deberá disponer como mínimo de dos técnicos en mecánica automotriz, para lo que deberá 



aportar hoja de vida, el título o certificado respectivo, emitido por entidad pública (Colegio 



Técnico Vocacional Instituto Nacional de Aprendizaje o Instituto en Mecánica Automotriz 



reconocido por el INA), personal que deberá tener como mínimo 2 años de experiencia en el área. 



Asimismo, deberá contar con una cantidad mínima de 4 operarios, los cuales deberán contar con 



1 año de experiencia mínima. Para lo anterior deberá aportar una declaración jurada…”. En la 



plica se aportó la declaración jurada según fue requerido, sin embargo, se echan de menos los 



atestados de los técnicos, por lo que al igual que se indicó en el acápite anterior, siendo que 



corresponden a hechos históricos inmodificables, se podrá prevenir a la oferente para que los 



presente. 



 



Por otra parte, en la cláusula “4. Certificaciones y otros documentos que deberá de 



aportar el oferente”, se requirió: “…4.3 Conforme con el Decreto Ejecutivo N° 43433-H 



publicado en el Alcance N° 47 a la Gaceta N° 43 del 04 de marzo del 2022 mediante el cual se 



adicionan los incisos d) y e) al artículo 65 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, 



se deberá adjuntar a la oferta la siguiente declaración jurada, firmada digitalmente por el 



representante legal de la empresa o por la persona física oferente según corresponda (…) b) En 



caso de personas jurídicas, se deberá presentar toda la información que se detalla a continuación, 



con el debido cuidado de no omitir ninguno de los datos requeridos: 1.Una declaración jurada de 



la naturaleza y propiedad de las acciones que contenga la cédula jurídica o física de los 



accionistas según corresponda, el capital social, la naturaleza de sus acciones y a quién 



pertenecen. 2. En esta misma declaración jurada se deberá detallar además en forma precisa y 



completa los beneficiarios finales, incluyendo el o los nombres completos de sus beneficiarios 



finales, así como el tipo y número de documento de identificación oficial…”. 



 



En cuanto a la declaración aportada en la oferta, corresponde a una certificación notarial de 



los beneficiarios, por lo que se deberá prevenir a la empresa para que lo subsane, presentando la 
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declaración en los términos requeridos en el pliego de condiciones y que se detalla en la cláusula 



4.3 citada. 



 



Por otro lado, en el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. Reajuste de 



precios”, se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, se debía 



aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



Al respecto, cabe señalar que en la oferta no se presentaron los porcentajes ni los índices de 



precios a aplicar a la fórmula de cálculo, por lo que es procedente prevenir a la oferente para que 



lo subsane, en el entendido que el precio permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita 



aportar los porcentajes y índices que eventualmente permitirán aplicar el reajuste de precios. 



 



OFERTA N° 3. HUGO FRANCISCO SOLANO UMAÑA, cédula 1-0493-0460   



 



La cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.2 Para los talleres 



que ofrecerán el servicio en Puntarenas, Pérez Zeledón, Liberia, Guápiles, San Ramón, Ciudad 



Neilly, Limón y San Carlos, el perímetro máximo admitido en la ubicación de los talleres será de 



30km a la redonda respecto del Circuito Judicial de cada localidad, para lo cual deberá indicar 



la dirección exacta en la oferta, aspecto que el oferente debe demostrar mediante declaración 



jurada…”. En la plica no se aportó la declaración jurada, por lo que se deberá prevenir al oferente 



para que la presente, con base a lo dispuesto en el numeral 81 inciso a) del Reglamento de rito. 
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Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió a los oferentes: 



“…2.5 El taller deberá aportar copia del permiso de funcionamiento respectivo, el cual debe 



estar al día a la fecha de recepción de las ofertas, además deberá de mantenerse en esa condición 



durante la vigencia del contrato para lo cual deberá presentar una declaración jurada asumiendo 



ese compromiso…”. 



 



En la plica no se observa el permiso sanitario de funcionamiento ni la declaración jurada 



que fue requerida, sin embargo, al corresponder el permiso a un hecho histórico, no se otorga una 



ventaja indebida al solicitarle que lo presente, y en cuanto a la declaración jurada, de igual manera 



se deberá prevenir para que la aporte. 



 



Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.6 El taller debe 



contar con las condiciones mínimas de seguridad, tales como extintores que se encuentren en 



buen estado y al día con la recarga y salidas de emergencia en su local, para lo cual deberá 



aportar los planos respectivos del local en donde se pueda comprobar esta información, 



adicionalmente deberá aportar fotos de las salidas de emergencia debidamente rotuladas, estos 



aspectos se comprobarán en la visita de campo que se realizará una vez recibida la oferta…”. En 



la plica no se aportaron las fotos que fueron requeridas, por lo que se deberá prevenir a la oferente 



para que lo subsane. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.11 El 



oferente debe de contar con un plan de gestión ambiental debidamente registrado por el Ministerio 



de Salud o la autoridad correspondiente. Para demostrarlo podrá el oferente aportar copia de sus 



originales y deben de declarar bajo juramento que la copia presentada es fiel de su original…”. 



Al respecto, cabe señalar que en la plica únicamente se aportó un título del INA de manejo de 



residuos, por lo que deberá el órgano técnico que corresponda, determinar si se cumple el requisito, 



o por el contrario, será necesario prevenir al oferente para que lo presente, toda vez que no se otorga 



una ventaja indebida frente a las demás oferentes, ya que debería contar el plan de gestión 



ambiental, de previo a la apertura de las ofertas. 
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Por otra parte, en la cláusula “4. Certificaciones y otros documentos que deberá de 



aportar el oferente”, se requirió: “…4.1. Adjuntar fotocopia de la cédula de identidad de la 



persona que firma la plica…”. Se echa de menos la fotocopia de la cédula, por lo que de 



conformidad con lo dispuesto en el artículo 81 inciso a) del Reglamento de la materia, se deberá 



cursar prevención al oferente para que lo aporte. 



 



En otro orden de ideas, en el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. 



Reajuste de precios”, se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, 



se debía aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



En cuanto a lo anterior, en la oferta únicamente se presentaron los porcentajes 



correspondiente a la estructura del precio, sin embargo, se echan de menos los índices de precios a 



aplicar, por lo que se procedente prevenir al oferente para que lo subsane, en el entendido que el 



precio permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita aportar los índices que 



eventualmente permitirán aplicar el reajuste de precios. 



 



OFERTA N° 4. INVERSIONES Y TRANSPORTES TRES B S.A., cédula jurídica 3-101-



142855   



 



En la cláusula “4. Certificaciones y otros documentos que deberá de aportar el 



oferente”, se requirió: “…4.3 Conforme con el Decreto Ejecutivo N° 43433-H publicado en el 
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Alcance N° 47 a la Gaceta N° 43 del 04 de marzo del 2022 mediante el cual se adicionan los 



incisos d) y e) al artículo 65 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se deberá 



adjuntar a la oferta la siguiente declaración jurada, firmada digitalmente por el representante 



legal de la empresa o por la persona física oferente según corresponda (…) b) En caso de personas 



jurídicas, se deberá presentar toda la información que se detalla a continuación, con el debido 



cuidado de no omitir ninguno de los datos requeridos: 1.Una declaración jurada de la naturaleza 



y propiedad de las acciones que contenga la cédula jurídica o física de los accionistas según 



corresponda, el capital social, la naturaleza de sus acciones y a quién pertenecen. 2. En esta misma 



declaración jurada se deberá detallar además en forma precisa y completa los beneficiarios 



finales, incluyendo el o los nombres completos de sus beneficiarios finales, así como el tipo y 



número de documento de identificación oficial…”. 



 



En cuanto a la declaración aportada en la oferta, no se indicó expresamente el nombre de 



las personas beneficiarias, por lo que se deberá prevenir al oferente para que lo subsane, 



presentando la declaración en los términos requeridos en el pliego de condiciones y que se detalla 



en la cláusula 4.3 citada. 



 



Por otro lado, en el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. Reajuste de 



precios”, se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, se debía 



aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 
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Al respecto, es dable indicar que en la oferta no se presentaron los porcentajes ni los índices 



de precios a aplicar a la fórmula de cálculo, por lo que es procedente prevenir a la oferente para 



que lo subsane, en el entendido que el precio permanece inmodificable, ya que únicamente se 



solicita aportar los porcentajes y índices que eventualmente permitirán aplicar el reajuste de 



precios. 



 



OFERTA N° 5. SONIA ISABEL SOLANO RODRÍGUEZ, cédula 2-0367-0329 



 



La cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.2 Para los talleres 



que ofrecerán el servicio en Puntarenas, Pérez Zeledón, Liberia, Guápiles, San Ramón, Ciudad 



Neilly, Limón y San Carlos, el perímetro máximo admitido en la ubicación de los talleres será de 



30km a la redonda respecto del Circuito Judicial de cada localidad, para lo cual deberá indicar 



la dirección exacta en la oferta, aspecto que el oferente debe demostrar mediante declaración 



jurada…”. En la plica no se aportó la declaración jurada, por lo que se deberá prevenir al oferente 



para que la presente, con base a lo dispuesto en el numeral 81 inciso a) del Reglamento de rito. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.3.1 



El oferente deberá aportar declaración jurada indicando explícitamente que las instalaciones 



cumplen con cada una de las siguientes características mínimas: Área mínima obligatoria: 300 



mt2 de construcción en perímetro cerrado, y para lo cual deberá aportar en la oferta copia plano 



debidamente visado por el CFIA o la Municipalidad de la localidad…”.  



 



Sobre el particular, no se aportó la declaración jurada, ni se observa el aporte de las copias 



de los planos del taller propuesto. Se deberá prevenir a la oferente para que subsane la declaración 



jurada, con base al numeral 81 inciso a) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa 



y en cuanto a los planos visados, al corresponder hechos históricos, no se otorga una ventaja 



indebida frente a las demás oferentes, por lo que es viable cursar prevención para que los aporte. 
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Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se deberá prevenir a la 



oferente para que aporte las declaraciones juradas que fueron requeridas en el punto 2.4 relativo a 



las pólizas y punto 2.5, relativo al permiso de funcionamiento. 



 



Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.6 El taller debe 



contar con las condiciones mínimas de seguridad, tales como extintores que se encuentren en 



buen estado y al día con la recarga y salidas de emergencia en su local, para lo cual deberá 



aportar los planos respectivos del local en donde se pueda comprobar esta información, 



adicionalmente deberá aportar fotos de las salidas de emergencia debidamente rotuladas, estos 



aspectos se comprobarán en la visita de campo que se realizará una vez recibida la oferta…”. En 



la plica no se aportaron los planos ni las fotos que fueron requeridas, por lo que se deberá prevenir 



a la oferente para que lo subsane. 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se incorporó: “…2.10 El taller deberá 



disponer como mínimo de dos técnicos en mecánica automotriz, para lo que deberá aportar hoja 



de vida, el título o certificado respectivo, emitido por entidad pública (Colegio Técnico Vocacional 



Instituto Nacional de Aprendizaje o Instituto en Mecánica Automotriz reconocido por el INA), 



personal que deberá tener como mínimo 2 años de experiencia en el área. Asimismo, deberá contar 



con una cantidad mínima de 4 operarios, los cuales deberán contar con 1 año de experiencia 



mínima. Para lo anterior deberá aportar una declaración jurada…”. En la  plica no se aportó la 



declaración jurada, ni se aportó la información requerida, por lo que al igual que se ha venido 



indicando con las otras declaraciones, se deberá prevenir para que aporte la declaración tal y como 



fue solicitado en el pliego de condiciones, así como los atestados requeridos. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.11 El 



oferente debe de contar con un plan de gestión ambiental debidamente registrado por el Ministerio 



de Salud o la autoridad correspondiente. Para demostrarlo podrá el oferente aportar copia de sus 



originales y deben de declarar bajo juramento que la copia presentada es fiel de su original…”. 



Al respecto, cabe señalar que en la plica no se hizo referencia a contar con lo requerido, sin 
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embargo, al corresponder a un hecho histórico que necesariamente debía tener de previo a la 



apertura de las ofertas, será necesario prevenir a la oferente para que lo presente, toda vez que no 



se otorga una ventaja indebida frente a las demás oferentes. 



 



Por otra parte, la cláusula “4 Certificaciones y otros documentos que deberá de aportar 



el oferente”, requirió que: “…4.6 El oferente debe presentar el Certificado de la Municipalidad 



del cantón en el que tenga asentado su domicilio, donde se acredite que cuenta con la licencia 



(patente) propia del giro relacionado con el objeto de la presente contratación para el día de 



apertura de ofertas (…) Adicionalmente, cada oferente deberá aportar el documento que emita la 



Municipalidad respectiva para demostrar que se encuentra al día con el pago del impuesto de 



patente…”. Al respecto, en la plica efectivamente se aportó la patente requerida, no obstante, se 



echa de menos el documento que emita la Municipalidad respectiva, donde se demuestre que se 



encuentra al día con el pago del impuesto de patente. Se debe prevenir a la oferente para que lo 



subsane, en el entendido que corresponde a un hecho histórico que no le otorga una ventaja 



indebida. 



 



En el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. Reajuste de precios”, se 



requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, se debía aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



Al respecto, cabe señalar que en la oferta no se presentaron los porcentajes ni los índices de 



precios a aplicar a la fórmula de cálculo, por lo que es procedente prevenir a la oferente para que 
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lo subsane, en el entendido que el precio permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita 



aportar los porcentajes y índices que eventualmente permitirán aplicar el reajuste de precios. 



 



OFERTA N° 6. DEIVER MANUEL OROZCO SÁNCHEZ, cédula 2-0710-0275 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.3.1 El oferente 



deberá aportar declaración jurada indicando explícitamente que las instalaciones cumplen con 



cada una de las siguientes características mínimas: Área mínima obligatoria: 300 mt2 de 



construcción en perímetro cerrado, y para lo cual deberá aportar en la oferta copia plano 



debidamente visado por el CFIA o la Municipalidad de la localidad…”.  



 



Sobre el particular, no se aportó la declaración jurada, ni se observa el aporte de las copias 



de los planos del taller propuesto. Se deberá prevenir a la oferente para que subsane la declaración 



jurada, con base al numeral 81 inciso a) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa 



y en cuanto a los planos visados, al corresponder hechos históricos, no se otorga una ventaja 



indebida frente a las demás oferentes, por lo que es viable cursar prevención para que los aporte. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se deberá prevenir al 



oferente para que aporte las declaraciones juradas que fueron requeridas en el punto 2.4 relativo a 



las pólizas y punto 2.5, relativo al permiso de funcionamiento. 



 



Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.6 El taller debe 



contar con las condiciones mínimas de seguridad, tales como extintores que se encuentren en 



buen estado y al día con la recarga y salidas de emergencia en su local, para lo cual deberá 



aportar los planos respectivos del local en donde se pueda comprobar esta información, 



adicionalmente deberá aportar fotos de las salidas de emergencia debidamente rotuladas, estos 



aspectos se comprobarán en la visita de campo que se realizará una vez recibida la oferta…”. En 



la plica no se aportaron los planos ni las fotos que fueron requeridas, por lo que se deberá prevenir 



al oferente para que lo subsane. 
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En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.8 Adicionalmente, 



considerando que la flotilla vehicular del Poder Judicial supera los 800 vehículos 



aproximadamente, se requerirá para valorar la experiencia el aporte de al menos 3 cartas de 



experiencia que permitan constatar la experiencia mínima solicitada, experiencia que deberá ser 



de al menos 5 años atrás de la fecha de apertura de las ofertas…”. En la plica no se aportaron las 



cartas que fueron requeridas, únicamente un listado de clientes, no obstante, al corresponder a 



hechos históricos inmodificables, es viable prevenir a la oferente para que lo subsane, aportando 



las cartas en los términos que fueron requeridos en el pliego de condiciones. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se incorporó: “…2.10 El 



taller deberá disponer como mínimo de dos técnicos en mecánica automotriz, para lo que deberá 



aportar hoja de vida, el título o certificado respectivo, emitido por entidad pública (Colegio 



Técnico Vocacional Instituto Nacional de Aprendizaje o Instituto en Mecánica Automotriz 



reconocido por el INA), personal que deberá tener como mínimo 2 años de experiencia en el área. 



Asimismo, deberá contar con una cantidad mínima de 4 operarios, los cuales deberán contar con 



1 año de experiencia mínima. Para lo anterior deberá aportar una declaración jurada…”. En la  



plica no se aportó la declaración jurada, ni se aportó la información requerida, por lo que al igual 



que se ha venido indicando con las otras declaraciones, se deberá prevenir para que aporte la 



declaración tal y como fue solicitado en el pliego de condiciones, así como los atestados requeridos. 



 



Por otra parte, la cláusula “4 Certificaciones y otros documentos que deberá de aportar 



el oferente”, requirió que: “…4.6 El oferente debe presentar el Certificado de la Municipalidad 



del cantón en el que tenga asentado su domicilio, donde se acredite que cuenta con la licencia 



(patente) propia del giro relacionado con el objeto de la presente contratación para el día de 



apertura de ofertas (…) Adicionalmente, cada oferente deberá aportar el documento que emita la 



Municipalidad respectiva para demostrar que se encuentra al día con el pago del impuesto de 



patente…”. Al respecto, en la plica efectivamente se aportó la patente requerida, no obstante, se 



echa de menos el documento que emita la Municipalidad respectiva, donde se demuestre que se 



encuentra al día con el pago del impuesto de patente. Se debe prevenir al oferente para que lo 
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subsane, en el entendido que corresponde a un hecho histórico que no le otorga una ventaja 



indebida. 



 



En el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, en la cláusula “12. Reajuste de precios”, 



se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, se debía aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



En cuanto a lo anterior, en la oferta no se presentaron los porcentajes ni los índices de 



precios a aplicar a la fórmula de cálculo, por lo que es procedente prevenir al oferente para que lo 



subsane, en el entendido que el precio permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita 



aportar los porcentajes y índices que eventualmente permitirán aplicar el reajuste de precios. 



 



OFERTA N° 7. MICHAEL SEBASTIAN VINDAS PIEDRA, cédula 1-1037-0747 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.3.1 El oferente 



deberá aportar declaración jurada indicando explícitamente que las instalaciones cumplen con 



cada una de las siguientes características mínimas: Área mínima obligatoria: 300 mt2 de 



construcción en perímetro cerrado, y para lo cual deberá aportar en la oferta copia plano 



debidamente visado por el CFIA o la Municipalidad de la localidad…”.  



 



Sobre el particular, en la plica no se aportó la declaración jurada, por lo que se deberá 



prevenir al oferente para que subsane, con base al numeral 81 inciso a) del Reglamento a la Ley de 



Contratación Administrativa. 
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Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se deberá prevenir al 



oferente para que aporte las declaraciones juradas que fueron requeridas en el punto 2.4 relativo a 



las pólizas y punto 2.5, relativo al permiso de funcionamiento. 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.8 Adicionalmente, 



considerando que la flotilla vehicular del Poder Judicial supera los 800 vehículos 



aproximadamente, se requerirá para valorar la experiencia el aporte de al menos 3 cartas de 



experiencia que permitan constatar la experiencia mínima solicitada, experiencia que deberá ser 



de al menos 5 años atrás de la fecha de apertura de las ofertas…”. En la plica no se aportaron las 



cartas que fueron requeridas, únicamente un listado de clientes, no obstante, al corresponder a 



hechos históricos inmodificables, es viable prevenir a la oferente para que lo subsane, aportando 



las cartas en los términos que fueron requeridos en el pliego de condiciones. 



 



Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se incorporó: “…2.10 El taller 



deberá disponer como mínimo de dos técnicos en mecánica automotriz, para lo que deberá 



aportar hoja de vida, el título o certificado respectivo, emitido por entidad pública (Colegio 



Técnico Vocacional Instituto Nacional de Aprendizaje o Instituto en Mecánica Automotriz 



reconocido por el INA), personal que deberá tener como mínimo 2 años de experiencia en el área. 



Asimismo, deberá contar con una cantidad mínima de 4 operarios, los cuales deberán contar con 



1 año de experiencia mínima. Para lo anterior deberá aportar una declaración jurada…”. En la  



plica no se aportó la declaración jurada, ni se aportó la información requerida, por lo que al igual 



que se ha venido indicando con las otras declaraciones, se deberá prevenir para que aporte la 



declaración tal y como fue solicitado en el pliego de condiciones, así como los atestados requeridos. 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.11 El oferente debe de 



contar con un plan de gestión ambiental debidamente registrado por el Ministerio de Salud o la 



autoridad correspondiente. Para demostrarlo podrá el oferente aportar copia de sus originales y 



deben de declarar bajo juramento que la copia presentada es fiel de su original…”. Al respecto, 



cabe señalar que en la plica no se hizo referencia a contar lo requerido, sin embargo, al corresponder 
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a un hecho histórico que necesariamente debía tener de previo a la apertura de las ofertas, será 



necesario prevenir a la oferente para que lo presente, toda vez que no se otorga una ventaja indebida 



frente a las demás oferentes. 



 



Por otra parte, en la cláusula “4. Certificaciones y otros documentos que deberá de 



aportar el oferente”, se requirió: “…4.2. Se deberá cancelar en la plataforma SICOP el timbre 



de la Ciudad de las Niñas por un valor de ¢20,00…”. Se echa de menos el pago correspondiente a 



los timbres, por lo que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 81 inciso a) del Reglamento 



de la materia, se deberá cursar prevención al oferente para que lo aporte. 



 



En la cláusula “4 Certificaciones y otros documentos que deberá de aportar el 



oferente”, requirió que: “…4.6 El oferente debe presentar el Certificado de la Municipalidad del 



cantón en el que tenga asentado su domicilio, donde se acredite que cuenta con la licencia 



(patente) propia del giro relacionado con el objeto de la presente contratación para el día de 



apertura de ofertas (…) Adicionalmente, cada oferente deberá aportar el documento que emita la 



Municipalidad respectiva para demostrar que se encuentra al día con el pago del impuesto de 



patente…”. Al respecto, en la plica efectivamente se aportó la patente requerida, no obstante, se 



echa de menos el documento que emita la Municipalidad respectiva, donde se demuestre que se 



encuentra al día con el pago del impuesto de patente. Se debe prevenir al oferente para que lo 



subsane, en el entendido que corresponde a un hecho histórico que no le otorga una ventaja 



indebida. 



 



Por otro lado, en el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. Reajuste de 



precios”, se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, se debía 



aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 
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• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



En cuanto a lo anterior, en la oferta no se presentaron los porcentajes ni los índices de 



precios a aplicar a la fórmula de cálculo, por lo que es procedente prevenir al oferente para que lo 



subsane, en el entendido que el precio permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita 



aportar los porcentajes y índices que eventualmente permitirán aplicar el reajuste de precios. 



 



OFERTA N° 8. TALLER MECÁNICO AUTOMOTRIZ QUINCHO S.A., cédula jurídica 3-



101-472360 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.4 El taller deberá 



contar con pólizas vigentes de responsabilidad civil contra todo riesgo, póliza de riesgos de 



trabajo, póliza de incendio, por lo que todo oferente deberá aportar declaración jurada indicando 



que las certificaciones aportadas son copia fiel del original y deberá manifestar el compromiso de 



que, en caso de resultar adjudicado, las mantendrá vigentes durante el plazo de vigencia del 



contrato…”. Al respecto, deberá prevenir a la oferente para que aporte la declaración jurada en los 



términos establecidos en el pliego de condiciones, con base a lo establecido en el numeral 81 inciso 



a) del Reglamento de la materia. 



 



Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.6 El taller debe 



contar con las condiciones mínimas de seguridad, tales como extintores que se encuentren en 



buen estado y al día con la recarga y salidas de emergencia en su local, para lo cual deberá 



aportar los planos respectivos del local en donde se pueda comprobar esta información, 



adicionalmente deberá aportar fotos de las salidas de emergencia debidamente rotuladas, estos 



aspectos se comprobarán en la visita de campo que se realizará una vez recibida la oferta…”. En 



la plica no se aportaron las fotos que fueron requeridas, por lo que se deberá prevenir al oferente 



para que lo subsane. 
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Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se incorporó: “…2.10 El 



taller deberá disponer como mínimo de dos técnicos en mecánica automotriz, para lo que deberá 



aportar hoja de vida, el título o certificado respectivo, emitido por entidad pública (Colegio 



Técnico Vocacional Instituto Nacional de Aprendizaje o Instituto en Mecánica Automotriz 



reconocido por el INA), personal que deberá tener como mínimo 2 años de experiencia en el área. 



Asimismo, deberá contar con una cantidad mínima de 4 operarios, los cuales deberán contar con 



1 año de experiencia mínima. Para lo anterior deberá aportar una declaración jurada…”. Al 



respecto, cabe señalar que la declaración jurada que se aportó en la plica, no se ajusta a lo requerido, 



se debe prevenir para que lo subsane, con base al artículo 81 inciso a) del Reglamento de rito. 



 



Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.11 El oferente 



debe de contar con un plan de gestión ambiental debidamente registrado por el Ministerio de Salud 



o la autoridad correspondiente. Para demostrarlo podrá el oferente aportar copia de sus 



originales y deben de declarar bajo juramento que la copia presentada es fiel de su original…”. 



Al respecto, cabe señalar que en la plica no se hizo referencia a contar lo requerido, sin embargo, 



al corresponder a un hecho histórico que necesariamente debía tener de previo a la apertura de las 



ofertas, será necesario prevenir a la oferente para que lo presente, toda vez que no se otorga una 



ventaja indebida frente a las demás oferentes. 



 



Por otra parte, la cláusula “4 Certificaciones y otros documentos que deberá de aportar 



el oferente”, requirió que: “…4.6 El oferente debe presentar el Certificado de la Municipalidad 



del cantón en el que tenga asentado su domicilio, donde se acredite que cuenta con la licencia 



(patente) propia del giro relacionado con el objeto de la presente contratación para el día de 



apertura de ofertas (…) Adicionalmente, cada oferente deberá aportar el documento que emita la 



Municipalidad respectiva para demostrar que se encuentra al día con el pago del impuesto de 



patente…”. Al respecto, en la plica efectivamente se aportó la patente requerida, no obstante, se 



echa de menos el documento que emita la Municipalidad respectiva, donde se demuestre que se 



encuentra al día con el pago del impuesto de patente. Se debe prevenir al oferente para que lo 
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subsane, en el entendido que corresponde a un hecho histórico que no le otorga una ventaja 



indebida. 



 



Por otro lado, en el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. Reajuste de 



precios”, se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, se debía 



aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



En cuanto a lo anterior, en la oferta no se presentaron los porcentajes ni los índices de 



precios a aplicar a la fórmula de cálculo, por lo que es procedente prevenir a la oferente para que 



lo subsane, en el entendido que el precio permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita 



aportar los porcentajes y índices que eventualmente permitirán aplicar el reajuste de precios. 



 



OFERTA N° 9. TOYO DE OCCIDENTE S.A., cédula jurídica 3-101-233186 



 



La cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.3.1 El oferente 



deberá aportar declaración jurada indicando explícitamente que las instalaciones cumplen con 



cada una de las siguientes características mínimas: Área mínima obligatoria: 300 mt2 de 



construcción en perímetro cerrado, y para lo cual deberá aportar en la oferta copia plano 



debidamente visado por el CFIA o la Municipalidad de la localidad…”.  



 



Sobre el particular, la declaración jurada aportada en la plica, no señala el área mínima 



obligatoria. Se deberá prevenir a la oferente para que subsane la declaración jurada, con base al 
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numeral 81 inciso a) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. De igual manera se 



deberá prevenir a la oferente para que aporte la declaración jurada requerida en el punto 2.7 de los 



requisitos de admisibilidad, relativo a la experiencia en el servicio de reparación en mecánica 



general. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se incorporó: “…2.10 El 



taller deberá disponer como mínimo de dos técnicos en mecánica automotriz, para lo que deberá 



aportar hoja de vida, el título o certificado respectivo, emitido por entidad pública (Colegio 



Técnico Vocacional Instituto Nacional de Aprendizaje o Instituto en Mecánica Automotriz 



reconocido por el INA), personal que deberá tener como mínimo 2 años de experiencia en el área. 



Asimismo, deberá contar con una cantidad mínima de 4 operarios, los cuales deberán contar con 



1 año de experiencia mínima. Para lo anterior deberá aportar una declaración jurada…”. En la 



declaración jurada no se hace referencia a los técnicos en mecánica automotriz, por lo que lo 



procedente es prevenir a la oferente para que aporte la declaración tal y como fue solicitado en el 



pliego de condiciones. 



 



Por otro lado, en el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. Reajuste de 



precios”, se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, se debía 



aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



En cuanto a lo anterior, los porcentajes aportados en la plica, lo alcanzan el 100% del precio, 



y lo procedentes es prevenir a la oferente para que lo subsane, en el entendido que el precio 
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permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita aportar los porcentajes que eventualmente 



permitirán aplicar el reajuste de precios. 



 



 



OFERTA N° 10. FABIO IVÁN MONTERO OROZCO, cédula 2-0587-0350 



 



En primera instancia, se deberá prevenir al oferente para que aporte las declaraciones 



juradas que fueron requeridas en el punto 2.4 relativo a las pólizas y punto 2.5, relativo al permiso 



de funcionamiento, que fueron requeridas en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”. 



 



Ahora bien, continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: 



“…2.6 El taller debe contar con las condiciones mínimas de seguridad, tales como extintores que 



se encuentren en buen estado y al día con la recarga y salidas de emergencia en su local, para lo 



cual deberá aportar los planos respectivos del local en donde se pueda comprobar esta 



información, adicionalmente deberá aportar fotos de las salidas de emergencia debidamente 



rotuladas, estos aspectos se comprobarán en la visita de campo que se realizará una vez recibida 



la oferta…”. En la plica no se aportaron las fotos que fueron requeridas, por lo que se deberá 



prevenir al oferente para que lo subsane, en el entendido que no corresponde a uno de los elementos 



esenciales de la plica, ni otorga una ventaja indebida frente a las demás oferentes. 



 



Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.7 El taller debe 



contar con experiencia en el servicio de reparación en mecánica general mínima de 5 años a la 



fecha de apertura de las ofertas, así mismo el oferente debe estar registrado en la actividad de 



servicio automotriz para mantenimiento y reparación en Costa Rica, para lo cual deberá aportar 



declaración jurada en donde certifique lo correspondiente…”. Se echa de menos la declaración 



jurada, por lo que se deberá prevenir al oferente para que lo subsane. 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió aportar: “…2.8 



Adicionalmente, considerando que la flotilla vehicular del Poder Judicial supera los 800 vehículos 



aproximadamente, se requerirá para valorar la experiencia el aporte de al menos 3 cartas de 
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experiencia que permitan constatar la experiencia mínima solicitada, experiencia que deberá ser 



de al menos 5 años atrás de la fecha de apertura de las ofertas…”. En la plica únicamente se 



aportaron dos cartas de experiencia, sin embargo, al corresponder a hechos históricos 



inmodificables, es viable prevenir al oferente para que subsane la carta que se echa de menos. 



 



Por otro lado, en el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. Reajuste de 



precios”, se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, se debía 



aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



En cuanto a lo anterior, en la oferta no se presentaron los porcentajes ni los índices de 



precios a aplicar a la fórmula de cálculo, por lo que es procedente prevenir al oferente para que lo 



subsane, en el entendido que el precio permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita 



aportar los porcentajes y índices que eventualmente permitirán aplicar el reajuste de precios. 



 



OFERTA N° 11. TALLER DE ENDEREZADO Y PINTURA SIQUIRRES S.A., cédula 



jurídica 3-101-215734  



 



La cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.3.1 El oferente 



deberá aportar declaración jurada indicando explícitamente que las instalaciones cumplen con 



cada una de las siguientes características mínimas: Área mínima obligatoria: 300 mt2 de 



construcción en perímetro cerrado, y para lo cual deberá aportar en la oferta copia plano 



debidamente visado por el CFIA o la Municipalidad de la localidad…”. Sobre el particular, no se 





mailto:direccion_juridica@poder-judicial.go.cr








    
Área de Contratación  
Administrativa 



  
                       



 



Teléfonos: 2295-4660 y  2295-4685         Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr             Fax: 2295-4686 



 



28 



observa el aporte de la copia de los planos del taller propuesto, no obstante, al corresponder hechos 



históricos, no se otorga una ventaja indebida frente a las demás oferentes, por lo que es viable 



cursar prevención para que lo aporte. 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.4 El taller deberá 



contar con pólizas vigentes de responsabilidad civil contra todo riesgo, póliza de riesgos de 



trabajo, póliza de incendio, por lo que todo oferente deberá aportar declaración jurada indicando 



que las certificaciones aportadas son copia fiel del original y deberá manifestar el compromiso de 



que, en caso de resultar adjudicado, las mantendrá vigentes durante el plazo de vigencia del 



contrato…”. Al respecto, deberá prevenir a la oferente para que aporte la declaración jurada en los 



términos establecidos en el pliego de condiciones, con base a lo establecido en el numeral 81 inciso 



a) del Reglamento de la materia. En similar sentido, se deberá prevenir a la oferente para que aporte 



la declaración que fue requerida en el punto 2.5, relativa al permiso de funcionamiento. 



 



Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.6 El taller debe 



contar con las condiciones mínimas de seguridad, tales como extintores que se encuentren en 



buen estado y al día con la recarga y salidas de emergencia en su local, para lo cual deberá 



aportar los planos respectivos del local en donde se pueda comprobar esta información, 



adicionalmente deberá aportar fotos de las salidas de emergencia debidamente rotuladas, estos 



aspectos se comprobarán en la visita de campo que se realizará una vez recibida la oferta…”. En 



la plica no se aportaron las fotos que fueron requeridas, por lo que se deberá prevenir al oferente 



para que lo subsane. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se incorporó: “…2.10 El 



taller deberá disponer como mínimo de dos técnicos en mecánica automotriz, para lo que deberá 



aportar hoja de vida, el título o certificado respectivo, emitido por entidad pública (Colegio 



Técnico Vocacional Instituto Nacional de Aprendizaje o Instituto en Mecánica Automotriz 



reconocido por el INA), personal que deberá tener como mínimo 2 años de experiencia en el área. 



Asimismo, deberá contar con una cantidad mínima de 4 operarios, los cuales deberán contar con 



1 año de experiencia mínima. Para lo anterior deberá aportar una declaración jurada…”. Al 
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respecto, cabe señalar que la declaración jurada que se aportó en la plica, no se ajusta a lo requerido, 



se debe prevenir para que lo subsane, con base al artículo 81 inciso a) del Reglamento de rito. 



 



Por otra parte, en la cláusula “4. Certificaciones y otros documentos que deberá de 



aportar el oferente”, se requirió: “…4.1. Adjuntar fotocopia de la cédula de identidad de la 



persona que firma la plica…”. Se echa de menos la fotocopia de la cédula, por lo que de 



conformidad con lo dispuesto en el artículo 81 inciso a) del Reglamento de la materia, se deberá 



cursar prevención al oferente para que lo aporte. 



 



En otro orden de ideas, en el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. 



Reajuste de precios”, se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, 



se debía aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



En cuanto a lo anterior, en la oferta no se presentaron los porcentajes ni los índices de 



precios a aplicar a la fórmula de cálculo, por lo que es procedente prevenir al oferente para que lo 



subsane, en el entendido que el precio permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita 



aportar los porcentajes y índices que eventualmente permitirán aplicar el reajuste de precios. 
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OFERTA N° 12. LUBRICENTRO GÓMEZ Y GRANDA S.A., cédula jurídica 3-101-385187 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.6 El taller debe contar 



con las condiciones mínimas de seguridad, tales como extintores que se encuentren en buen estado 



y al día con la recarga y salidas de emergencia en su local, para lo cual deberá aportar los planos 



respectivos del local en donde se pueda comprobar esta información, adicionalmente deberá 



aportar fotos de las salidas de emergencia debidamente rotuladas, estos aspectos se comprobarán 



en la visita de campo que se realizará una vez recibida la oferta…”. En la plica no se aportaron 



las fotos que fueron requeridas, por lo que se deberá prevenir al oferente para que lo subsane, en el 



entendido que no corresponde a uno de los elementos esenciales de la plica, ni otorga una ventaja 



indebida frente a las demás oferentes. 



 



Por otra parte, en el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. Reajuste de 



precios”, se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, se debía 



aportar:  



 



“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



En cuanto a lo anterior, en la oferta no se presentaron los porcentajes ni los índices de 



precios a aplicar a la fórmula de cálculo, por lo que es procedente prevenir al oferente para que lo 



subsane, en el entendido que el precio permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita 



aportar los porcentajes y índices que eventualmente permitirán aplicar el reajuste de precios. 
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OFERTA N° 13. IMPORTADORA A D NAT S.A., cédula jurídica 3-101-167171 



 



La cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.3.1 El oferente 



deberá aportar declaración jurada indicando explícitamente que las instalaciones cumplen con 



cada una de las siguientes características mínimas: Área mínima obligatoria: 300 mt2 de 



construcción en perímetro cerrado, y para lo cual deberá aportar en la oferta copia plano 



debidamente visado por el CFIA o la Municipalidad de la localidad…”.  



 



Sobre el particular, la declaración jurada aportada en la plica, no señala el área mínima 



obligatoria. Se deberá prevenir a la oferente para que subsane la declaración jurada, con base al 



numeral 81 inciso a) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.6 El taller debe contar 



con las condiciones mínimas de seguridad, tales como extintores que se encuentren en buen estado 



y al día con la recarga y salidas de emergencia en su local, para lo cual deberá aportar los planos 



respectivos del local en donde se pueda comprobar esta información, adicionalmente deberá 



aportar fotos de las salidas de emergencia debidamente rotuladas, estos aspectos se comprobarán 



en la visita de campo que se realizará una vez recibida la oferta…”. En la plica no se aportaron 



las fotos que fueron requeridas, por lo que se deberá prevenir al oferente para que lo subsane, en el 



entendido que no corresponde a uno de los elementos esenciales de la plica, ni otorga una ventaja 



indebida frente a las demás oferentes. 



 



Ahora bien, en cuanto a la oferta presentada, la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, 



requirió aportar: “…2.8 Adicionalmente, considerando que la flotilla vehicular del Poder Judicial 



supera los 800 vehículos aproximadamente, se requerirá para valorar la experiencia el aporte de 



al menos 3 cartas de experiencia que permitan constatar la experiencia mínima solicitada, 



experiencia que deberá ser de al menos 5 años atrás de la fecha de apertura de las ofertas…”. En 



la plica no se aportaron las cartas que fueron requeridas, no obstante, al corresponder a hechos 
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históricos inmodificables, es viable prevenir a la oferente para que lo subsane, aportando las cartas 



en los términos que fueron requeridos en el pliego de condiciones. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se incorporó: “…2.10 El 



taller deberá disponer como mínimo de dos técnicos en mecánica automotriz, para lo que deberá 



aportar hoja de vida, el título o certificado respectivo, emitido por entidad pública (Colegio 



Técnico Vocacional Instituto Nacional de Aprendizaje o Instituto en Mecánica Automotriz 



reconocido por el INA), personal que deberá tener como mínimo 2 años de experiencia en el área. 



Asimismo, deberá contar con una cantidad mínima de 4 operarios, los cuales deberán contar con 



1 año de experiencia mínima. Para lo anterior deberá aportar una declaración jurada…”. Al 



respecto, se echa de menos la declaración jurada, por lo que se deberá prevenir a la oferente para 



que lo subsane, con base al artículo 81 inciso a) del Reglamento de rito. 



 



Por otra parte, la cláusula “4 Certificaciones y otros documentos que deberá de aportar 



el oferente”, requirió que: “…4.6 El oferente debe presentar el Certificado de la Municipalidad 



del cantón en el que tenga asentado su domicilio, donde se acredite que cuenta con la licencia 



(patente) propia del giro relacionado con el objeto de la presente contratación para el día de 



apertura de ofertas (…) Adicionalmente, cada oferente deberá aportar el documento que emita la 



Municipalidad respectiva para demostrar que se encuentra al día con el pago del impuesto de 



patente…”. Al respecto, en la plica efectivamente se aportó la patente requerida, no obstante, se 



echa de menos el documento que emita la Municipalidad respectiva, donde se demuestre que se 



encuentra al día con el pago del impuesto de patente. Se debe prevenir al oferente para que lo 



subsane, en el entendido que corresponde a un hecho histórico que no le otorga una ventaja 



indebida. 



 



Por otro lado, en el “Anexo Nº 2 – Condiciones Generales”, la cláusula “12. Reajuste de 



precios”, se requirió que para mantener el debido equilibrio financiero del contrato, se debía 



aportar:  
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“…12.1 (…) un desglose de los elementos que componen el precio cotizado, tan exhaustivo como 



sea posible, de tal manera que permita a la Administración revisar en forma rápida y correcta las 



solicitudes de reajuste que se le planteen. A saber, los elementos mínimos que se deberán brindar 



son: 



• La fórmula de cálculo, como expresión algebraica o su método alternativo. 



• La estructura porcentual de los elementos que componen el precio, de conformidad con el 



artículo 26 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



• La identificación de los índices de precios a aplicar, con especificación del índice, el nombre de 



la institución que lo elabora y publica, así como el capítulo, nivel y/o renglón específico que se 



utilizará…”. 



 



En cuanto a lo anterior, en la oferta no se presentaron los porcentajes ni los índices de 



precios a aplicar a la fórmula de cálculo, por lo que es procedente prevenir a la oferente para que 



lo subsane, en el entendido que el precio permanece inmodificable, ya que únicamente se solicita 



aportar los porcentajes y los índices que eventualmente permitirán aplicar el reajuste de precios. 



 



Oferta N° 14. SUPER PITS S.A., cédula jurídica 3-101-595239 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.1 El perímetro máximo 



admitido para la ubicación del taller que atenderá en las provincias de San José, Alajuela Heredia 



y Cartago será de 15 km a la redonda respecto al I Circuito Judicial de San José, para lo cual 



deberá indicar la dirección exacta en la oferta, aspecto que el oferente debe demostrar mediante 



declaración jurada…”. En la plica no se observa la declaración jurada, por lo que se deberá 



prevenir a la oferente para que la aporte, de conformidad con lo instaurado en el numeral 81 inciso 



a) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 



 



En la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, requirió aportar: “…2.3.1 El oferente 



deberá aportar declaración jurada indicando explícitamente que las instalaciones cumplen con 



cada una de las siguientes características mínimas: Área mínima obligatoria: 300 mt2 de 



construcción en perímetro cerrado, y para lo cual deberá aportar en la oferta copia plano 



debidamente visado por el CFIA o la Municipalidad de la localidad…”. Sobre el particular, en la 



plica no se aportó la declaración jurada, por lo que se deberá prevenir al oferente para que subsane, 



con base en el artículo 81 inciso a) del Reglamento de la materia. 
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Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se deberá prevenir a la 



oferente para que aporte las declaraciones juradas que fueron requeridas en el punto 2.4 relativo a 



las pólizas y punto 2.5, relativo al permiso de funcionamiento. 



 



Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.6 El taller debe 



contar con las condiciones mínimas de seguridad, tales como extintores que se encuentren en 



buen estado y al día con la recarga y salidas de emergencia en su local, para lo cual deberá 



aportar los planos respectivos del local en donde se pueda comprobar esta información, 



adicionalmente deberá aportar fotos de las salidas de emergencia debidamente rotuladas, estos 



aspectos se comprobarán en la visita de campo que se realizará una vez recibida la oferta…”. En 



la plica no se aportaron las fotos que fueron requeridas, por lo que se deberá prevenir a la oferente 



para que lo subsane. 



 



Continuando en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se incorporó: “…2.10 El 



taller deberá disponer como mínimo de dos técnicos en mecánica automotriz, para lo que deberá 



aportar hoja de vida, el título o certificado respectivo, emitido por entidad pública (Colegio 



Técnico Vocacional Instituto Nacional de Aprendizaje o Instituto en Mecánica Automotriz 



reconocido por el INA), personal que deberá tener como mínimo 2 años de experiencia en el área. 



Asimismo, deberá contar con una cantidad mínima de 4 operarios, los cuales deberán contar con 



1 año de experiencia mínima. Para lo anterior deberá aportar una declaración jurada…”. En la 



declaración jurada no se hace referencia a los técnicos en mecánica automotriz, por lo que lo 



procedente es prevenir a la oferente para que aporte la declaración tal y como fue solicitado en el 



pliego de condiciones. 



 



  Siempre en la cláusula “2. Requisitos de admisibilidad”, se requirió: “…2.11 El oferente 



debe de contar con un plan de gestión ambiental debidamente registrado por el Ministerio de Salud 



o la autoridad correspondiente. Para demostrarlo podrá el oferente aportar copia de sus 



originales y deben de declarar bajo juramento que la copia presentada es fiel de su original…”. 



Al respecto, cabe señalar que en la plica se indicó que aporta un plan de manejo de residuos, que 
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no fue posible ubicarlo en el expediente, sin embargo, al corresponder a un hecho histórico que 



necesariamente debía tener de previo a la apertura de las ofertas, será necesario prevenir a la 



oferente para que lo presente, toda vez que no se otorga una ventaja indebida frente a las demás 



oferentes. 



 



Por otra parte, en la cláusula “4. Certificaciones y otros documentos que deberá de 



aportar el oferente”, se requirió: “…4.3 Conforme con el Decreto Ejecutivo N° 43433-H 



publicado en el Alcance N° 47 a la Gaceta N° 43 del 04 de marzo del 2022 mediante el cual se 



adicionan los incisos d) y e) al artículo 65 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, 



se deberá adjuntar a la oferta la siguiente declaración jurada, firmada digitalmente por el 



representante legal de la empresa o por la persona física oferente según corresponda (…) b) En 



caso de personas jurídicas, se deberá presentar toda la información que se detalla a continuación, 



con el debido cuidado de no omitir ninguno de los datos requeridos: 1.Una declaración jurada de 



la naturaleza y propiedad de las acciones que contenga la cédula jurídica o física de los 



accionistas según corresponda, el capital social, la naturaleza de sus acciones y a quién 



pertenecen. 2. En esta misma declaración jurada se deberá detallar además en forma precisa y 



completa los beneficiarios finales, incluyendo el o los nombres completos de sus beneficiarios 



finales, así como el tipo y número de documento de identificación oficial…”. 



 



En cuanto a la declaración aportada en la oferta, no se ajusta a lo requerido en el punto 4.3 



citado, por lo que se deberá prevenir a la empresa para que lo subsane, presentando la declaración 



en los términos requeridos en el pliego de condiciones y que se detalla en la cláusula citada. 



 



Por otra parte, la cláusula “4 Certificaciones y otros documentos que deberá de aportar 



el oferente”, requirió que: “…4.6 El oferente debe presentar el Certificado de la Municipalidad 



del cantón en el que tenga asentado su domicilio, donde se acredite que cuenta con la licencia 



(patente) propia del giro relacionado con el objeto de la presente contratación para el día de 



apertura de ofertas (…) Adicionalmente, cada oferente deberá aportar el documento que emita la 



Municipalidad respectiva para demostrar que se encuentra al día con el pago del impuesto de 



patente…”. Al respecto, en la plica efectivamente se aportó la patente requerida, no obstante, se 
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echa de menos el documento que emita la Municipalidad respectiva, donde se demuestre que se 



encuentra al día con el pago del impuesto de patente. Se debe prevenir al oferente para que lo 



subsane, en el entendido que corresponde a un hecho histórico que no le otorga una ventaja 



indebida. 



 



No se omite manifestar que el presente criterio se brinda estrictamente en cuanto a los 



aspectos legales de las ofertas presentadas, por lo que se advierte que los aspectos técnicos –



ubicación de los talleres, características de las instalaciones físicas de los talleres, condiciones 



mínimas de seguridad, cartas de experiencia, atestados del personal técnico y plan de gestión 



ambiental– deben ser revisados por el órgano que corresponda y en lo de su cargo al Departamento 



de Proveeduría. 



 



 Atentamente,    



 



 



 



 



 



 



       ___________________________                   ______________________________ 



        Lic. Jamie Sobalvarro Mojica                                      Lic. Alberto Mora Vega 



                     Asesor Jurídico                       Jefe a.í. Área Contratación Administrativa 



      



 



 



 



 



 



 



_____________________________  



MSc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo 



Director Jurídico 
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    ACTO MOTIVADO PARA DETERMINAR LA DECLARATORIA DE CONFIDENCIALIDAD DE DOCUMENTOS



(INDICAR EL NOMBRE DEL OFERENTE)


DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA. San José, a las xxx horas del xxx del dos mil veintitrés. 



1. Que el artículo N°15 de la Ley de General de Contratación Pública, establece: 


“Excepción a la publicidad de la información. En caso de que un participante considere que existe información confidencial, así deberá indicarlo de modo expreso en el sistema digital unificado, al momento mismo de presentar o facilitar la documentación, haciendo señalamiento claro de los folios o archivos que estima confidenciales y de los motivos y su sustento jurídico.


Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la advertencia de confidencialidad, mediante acto motivado suscrito por funcionario competente y con apego al principio de transparencia, la Administración deberá señalar si procede o no la declaratoria de confidencialidad y, en caso de que así proceda, realizará un resumen del contenido de los documentos sin revelar los aspectos confidenciales e indicará por cuánto plazo ha de mantenerse esta. Durante el lapso de los cinco días antes señalado, la información se tendrá como confidencial.”



2. Que en la Licitación indicar número de licitación y objeto; en la oferta N° xx de la partida N° xx, presentada por indica el nombre y número de identificación del oferente, se señalan como confidenciales los siguientes documentos: 


· (indicar el nombre del documento como se indica en la oferta)



3. Que en el expediente consta el aporte por parte del oferente de la justificación (motivos y el sustento jurídico) que fundamenta la declaratoria expresa que se efectúa en el Sistema Digital Unificado, para mantener la información antes detallada como confidencial. (en caso de que exista un documento adicional a lo indicado en el formulario del SDU, referenciar el nombre y número del documento). 


4. Que de acuerdo con la revisión efectuada, se determina que dicha documentación corresponde a información que no debe ser revelada a nivel público en virtud de (indicar los motivos).


5. De conformidad con lo expuesto, y partiendo de lo señalado en el artículo N° 15 de la Ley General de Contratación Pública, SE RESUELVE: 1) No hacer del conocimiento público los documentos detallados en el punto N° 2 del presente informe, mismos que fueron declarados y justificados por el oferente en el sistema digital unificado como “confidenciales”, por las razones antes expuestas. 2) Mantener la confidencialida
d por un plazo de hasta (valorar el plazo con la Jefatura a cargo). 3) Se adjunta en el Anexo N° 1 de este documento, el resumen del contenido de los documentos que se mantienen como confidenciales.



Indicar nombre de la jefatura 



/Administración Regional 


�Si en la justificación dada por el oferente no viene indicación del plazo por el que requiere que se mantenga la documentación confidencial se mantendría hasta la firmeza del proceso, siendo que el analista debe cambiar el estado en esa etapa procesal / Si el documento se indica el plazo por el que el oferente quiere que se mantenga la confidencialidad en el análisis que se va a realizar se debe determinar si es viable mantener el documento confidencial en el plazo señalado




�Cada analista debe confeccionar el resumen de cada uno los documentos por separado, identificando claramente el nombre conforme se indica en la oferta, e incorporarlo todo en el anexo 1.









Ejemplo: 









Una idea de resumen por ejemplo  de información confidencial correspondiente a estados financieros, podría ser indicar que el documento con el nombre “Estados financieros.pdf”, contiene los estados financieros de la empresa “Tres Patitos”, que estos documentos son de las fechas comprendidas en período de enero a junio, los documentos están auditados, mismos que cumplen con los periodos fiscales solicitados en el pliego de condiciones. 
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    ACTO MOTIVADO PARA DETERMINAR LA DECLARATORIA DE CONFIDENCIALIDAD DE DOCUMENTOS



(INDICAR EL NOMBRE DEL OFERENTE)


DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA. San José, a las xxx horas del xxx del dos mil veintitrés. 



1. Que el artículo N°15 de la Ley de General de Contratación Pública, establece: 


“Excepción a la publicidad de la información. En caso de que un participante considere que existe información confidencial, así deberá indicarlo de modo expreso en el sistema digital unificado, al momento mismo de presentar o facilitar la documentación, haciendo señalamiento claro de los folios o archivos que estima confidenciales y de los motivos y su sustento jurídico.


Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la advertencia de confidencialidad, mediante acto motivado suscrito por funcionario competente y con apego al principio de transparencia, la Administración deberá señalar si procede o no la declaratoria de confidencialidad y, en caso de que así proceda, realizará un resumen del contenido de los documentos sin revelar los aspectos confidenciales e indicará por cuánto plazo ha de mantenerse esta. Durante el lapso de los cinco días antes señalado, la información se tendrá como confidencial.”



2. Que en la Licitación indicar número de licitación y objeto; en la oferta N° xx de la partida N° xx, presentada por indica el nombre y número de identificación del oferente, se señalan como confidenciales los siguientes documentos: 


· (indicar el nombre del documento como se indica en la oferta)



3. Que de acuerdo con la revisión efectuada a la justificación aportada por el oferente en el Sistema Digital Unificado, (en caso de que exista un documento adicional a lo indicado en el formulario del SDU, referenciar el nombre y número del documento), se determina que con dichos argumentos no es posible mantener la confidencialidad de los documentos en virtud de (indicar los motivos).


4. De conformidad con lo expuesto, y partiendo de lo señalado en el artículo N° 15 de la Ley General de Contratación Pública, SE RESUELVE: mantener como “públicos” los documentos presentados por el oferente como “confidenciales”, siendo que con los argumentos dados por el oferente no es posible mantener la condición de confidencialidad de los documentos.


Indicar nombre de la jefatura 



/ Administrador Regional
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    ACTO MOTIVADO PARA DETERMINAR LA DECLARATORIA DE CONFIDENCIALIDAD DE DOCUMENTOS


(INDICAR EL NOMBRE DEL OFERENTE)


DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA. San José, a las xxx horas del xxx del dos mil veintitrés. 



1. Que el artículo N°15 de la Ley de General de Contratación Pública, establece: 


“Excepción a la publicidad de la información. En caso de que un participante considere que existe información confidencial, así deberá indicarlo de modo expreso en el sistema digital unificado, al momento mismo de presentar o facilitar la documentación, haciendo señalamiento claro de los folios o archivos que estima confidenciales y de los motivos y su sustento jurídico.


Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la advertencia de confidencialidad, mediante acto motivado suscrito por funcionario competente y con apego al principio de transparencia, la Administración deberá señalar si procede o no la declaratoria de confidencialidad y, en caso de que así proceda, realizará un resumen del contenido de los documentos sin revelar los aspectos confidenciales e indicará por cuánto plazo ha de mantenerse esta. Durante el lapso de los cinco días antes señalado, la información se tendrá como confidencial.”



2. Que en la Licitación indicar número de licitación y objeto; en la oferta N° XXX de la partida N° XX, presentada por indica el nombre y número de identificación del oferente, se señalan como confidenciales los siguientes documentos: 


· (indicar el nombre y número de documento como se identifica en el SDU en la oferta)



3. Que de conformidad con la revisión efectuada en el expediente, no se observa el aporte por parte del oferente la justificación (motivos y el sustento jurídico) que fundamenta la declaratoria expresa que se efectúa en el Sistema Digital Unificado para mantener la información antes detallada como confidencial. 


4. De conformidad con lo expuesto, y partiendo de lo señalado en el artículo N° 15 de la Ley General de Contratación Pública, SE RESUELVE: mantener como “públicos” los documentos presentados por el oferente como “confidenciales”, por cuanto no se encuentra la justificación razonada que motive su decisión.  


Indicar nombre de la jefatura 



/Administrador Regional
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R-DCA-00285-2022



CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División de Contratación Administrativa.



San José, a las siete horas del diecisiete de marzo de dos mil veintidós. -------------------------------



RECURSO DE APELACIÓN interpuesto por las empresas ROMAGRO DEL SIGLO XXI S.R.L



y GRUPO AGROINDUSTRIAL ECOTERRA S.A. en contra del acto de adjudicación de la



Licitación Pública No. 2021LN-000002-0011400001 promovida por el INSTITUTO



COSTARRICENSE DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN para contratar los “servicios para



mantenimiento de zonas verdes en Parques Recreativos”, acto recaído a favor de la empresa



ECOSISTEMAS NATURALES S.A. por un monto total de ¢100.640.908,84 (cien millones



seiscientos cuarenta mil novecientos ocho colones con ochenta y cuatro céntimos). ----------------



RESULTANDO



I. Que el tres de enero de dos mil veintidós, la empresa Romagro del Siglo XXI S.A. presentó



ante la Contraloría General de la República recurso de apelación en contra del acto de



adjudicación de la licitación pública 2021LN-000002-0011400001 promovida por el Instituto



Costarricense del Deporte y la Recreación. ----------------------------------------------------------------------



II. Que el cuatro de enero de dos mil veintidós, la empresa Grupo Agroindustrial Ecoterra S.A.



presentó ante la Contraloría General de la República recurso de apelación en contra del acto de



adjudicación de la licitación pública 2021LN-000002-0011400001 promovida por el Instituto



Costarricense del Deporte y la Recreación. ----------------------------------------------------------------------



III. Que mediante auto de las diez horas veinticuatro minutos del seis de enero de dos mil



veintidós, esta División solicitó el expediente administrativo de la licitación, lo cual fue atendido



mediante oficio número ICODER-DN-0024-01-2022 del siete de enero de dos mil veintidós. ------



IV. Que mediante auto de las diez horas cincuenta y siete minutos del veinte de enero de dos



mil veintidós, esta División otorgó audiencia inicial a la Administración licitante y a las empresas



oferentes y adjudicataria con el objeto de que manifestaran por escrito lo que a bien tuvieran



con respecto a los alegatos formulados por el apelante, y para que ofrecieran las pruebas que



considerara oportunas. Dicha audiencia fue atendida por todas las partes mediante escritos



incorporados al expediente de apelación. ------------------------------------------------------------------------



V. Que mediante auto de las trece horas tres minutos del once de febrero de dos mil veintidós,



esta División previno a la Administración para que aportara la resolución motivada en la que



consten las razones por las cuáles existen documentos clasificados confidenciales en la oferta
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de la empresa Romagro del Siglo XXI S.R.L. Dicha audiencia fue atendida mediante oficio No.



ICODER-DN-0372-02-2022 de fecha catorce de febrero de dos mil veintidós incorporado al



expediente de la apelación. ------------------------------------------------------------------------------------------



VI. Que mediante auto de las trece horas cuarenta y nueve minutos del once de febrero de dos



mil veintidós, esta División confirió audiencia especial a la empresa Grupo Agroindustrial



Ecoterra S.A. para que se refiera únicamente a las argumentaciones realizadas en contra de su



oferta, por parte de la empresa Romagro del Siglo XXI S.R.L. al momento de contestar la



audiencia inicial. Dicha audiencia fue atendida mediante escrito incorporado al expediente de la



apelación. -----------------------------------------------------------------------------------------------------------------



VII. Que mediante auto de las quince horas dieciséis minutos del once de febrero de dos mil



veintidós, esta División confirió audiencia especial a la Administración, para que ampliara su



respuesta inicial y se refiriera a la forma en que corroboró el cumplimiento de aspectos de



experiencia, salarios mínimos, cargas sociales, argumentos de los recurso que omitió analizar



en audiencia inicial. Dicha audiencia fue atendida mediante oficio No.



ICODER-DN-0400-02-2022 de fecha dieciséis de febrero de dos mil veintidós incorporado al



expediente de la apelación. -------------------------------------------------------------------------------------------



VIII. Que mediante auto de las doce horas seis minutos del catorce de febrero de dos mil



veintidós, esta División confirió audiencia especial a las empresas Grupo Agroindustrial Ecoterra



S.A., Romagro del Siglo XXI S.R.L y al Instituto para que se refieran a las argumentaciones y



elementos de prueba aportados por la empresa adjudicataria Ecosistemas Naturales S.A. al



momento de contestar la audiencia inicial. Dicha audiencia fue atendida mediante escritos



incorporados al expediente de la apelación. ---------------------------------------------------------------------



IX. Que mediante auto de las diez horas veinticinco minutos del dieciocho de febrero del dos mil



veintidós, esta División confirió audiencia especial a todas las partes, para que se refirieran a



las manifestaciones vertidas por el Instituto en oficio No. ICODER-DN-0372-02-2022 de fecha



catorce de febrero de dos mil veintidós, en atención a la prevención de confidencialidad referida



en el resultando V anterior. Dicha audiencia fue atendida por todas las partes mediante escritos



incorporados al expediente de la apelación. ---------------------------------------------------------------------



X. Que mediante auto de las diez horas cuarenta y dos minutos del dieciocho de febrero del dos
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mil veintidós, esta División confirió audiencia especial a todas las partes, para que se refirieran



a las manifestaciones vertidas por el Instituto en oficio No. ICODER-DN-0400-02-2022 de fecha



dieciséis de febrero de dos mil veintidós, en atención a la ampliación referida en el resultando



VII anterior. Dicha audiencia fue atendida por todas las partes mediante escritos incorporados al



expediente de la apelación. ------------------------------------------------------------------------------------------



XI. Que mediante auto de las catorce horas cuarenta y dos minutos del veinticuatro de febrero



de dos mil veintidós, esta División hizo constar en el expediente de la apelación, del cambio de



acceso calificado como restringido a público, de los folios 55 a 61, por haberlo solicitado así la



empresa Romagro del Siglo XXI S.R.L. ---------------------------------------------------------------------------



XII. Que mediante auto de las catorce horas cincuenta y cuatro minutos del veinticuatro de



febrero de dos mil veintidós, esta División confirió audiencia de nulidad a todas las partes para



que se refirieran refieran a la existencia de una eventual nulidad absoluta del acto final del



procedimiento considerando que en el trámite se ha identificado información clasificada como



confidencial dentro de una de las ofertas presentadas a concurso, en consecuencia no fue



puesta a disposición dentro del expediente administrativo del concurso. Dicha audiencia fue



atendida por todas las partes mediante escritos incorporados al expediente de la apelación. -----



XIII. Que de conformidad con lo establecido en el artículo ciento noventa del Reglamento a la



Ley de Contratación Administrativa, se consideró que no era necesario otorgar audiencia final a



las partes, en vista de que durante el trámite del recurso se tenían todos los elementos



necesarios para su resolución. --------------------------------------------------------------------------------------



XIV. Que la presente resolución se emite dentro del plazo de ley, y en su trámite se han



observado las prescripciones legales y reglamentarias correspondientes.-------------------------------



CONSIDERANDO



I. Hechos probados: Con vista en el expediente electrónico del concurso, que consta en la



plataforma del Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP), disponible en el sitio



http://www.sicop.co.cr, pestaña de concursos, apartado expediente, número de procedimiento



2021LN-000002-0011400001, se tienen por demostrados los siguientes hechos de interés: 1)



Que el Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación promovió una licitación pública con el
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objeto de contratar los servicios para mantenimiento de zonas verdes en Parques Recreativos,



en donde participaron entre otras las empresas Romagro del Siglo XXI S.R.L, Grupo



Agroindustrial Ecoterra S.A., y Ecosistemas Naturales S.A. entre otras (según consta del



expediente electrónico de la licitación 2021LN-000002-0011400001/ Apartado “3 Apertura de



ofertas”). 2) Que la empresa Romagro del Siglo XXI S.R.L aportó con su oferta los documentos



referidos a “Estados financieros y estructura del precio 2021.zip” los cuáles fueron declarados



confidenciales (según consta del expediente electrónico de la licitación



2021LN-000002-0011400001/ Apartado “3 Apertura de ofertas”/ Apertura finalizada/ Consultar/



Posición de oferta No. 3 2021LN-000002-0011400001-Partida 1-Oferta 1 ROMAGRO DEL



SIGLO XXI SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA/ Consulta de ofertas/ archivo



adjunto No. 3 denominado “Estados financieros y estructura del precio 2021.zip”). 3) Que



mediante oficio No. DGI-UAMI-294-10-2021 de fecha catorce de octubre de dos mil veintiuno, el



Instituto previno a la empresa Romagro del Siglo XXI S.R.L aportar una serie de información



relacionada al cumplimiento de requisitos de admisibilidad y desglose de costos por línea. En



respuesta, la empresa atendió dicho requerimiento para lo cual aportó: a) cuadro de cantidades



para el Parque de la Paz, b) cuadro de cantidades para el Parque de Fraijanes, c) cuadro de



cantidades para el Parque de Cariari en Limón, d) resumen de la estructura de costos por



parque y de los tres parques (según consta del expediente electrónico de la licitación



2021LN-000002-0011400001/ Apartado 2 Información de Cartel/ Resultado de la solicitud de



información/ Consultar/ Solicitud No. 400959 denominada “Solicitud de Subsanación y



Aclaración (0682021002400014)”/ archivo adjunto No. 1 denominado “AMI-294-10-2021 PERCY



ROMAN ROMAGRO Subsanación.pdf”/ Resuelto/ achivos adjuntos No. 2 al 4 denominados



“estructura parque de la Paz.pdf”, “estructura parque de fraijanes.pdf”, “estructura parque de



CAriari Limón.pdf”, “ICODER 3 PARQUS RESUMEN.pdf”). 4) Que la Dirección Nacional



adjudicó la presente licitación a la empresa Ecosistemas Naturales S.A. (según consta del



expediente electrónico de la licitación 2021LN-000002-0011400001/ Apartado 4 Información de



Adjudicación/ Acto de adjudicación/ Consultar/ Consulta del resultado del acto de



adjudicación(Fecha de solicitud:08/12/2021 10:50)/ verificación y aprobación realizada por la



señora Alba Giselle Quesada Rodríguez en su condición de Directora Nacional). --------------------
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II. SOBRE LA NULIDAD ABSOLUTA EVIDENTE Y MANIFIESTA DEL ACTO DE



ADJUDICACIÓN. Para el caso de análisis, resulta de especial relevancia lo dispuesto en el



artículo 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República que indica:



“ARTÍCULO 28.- DECLARACIÓN DE NULIDAD. Dentro del ámbito de su competencia, la



Contraloría General de la República, de oficio o por reclamo del titular de un derecho subjetivo o



de un interés legítimo, podrá declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta, que advierta en



los actos o contratos administrativos de los sujetos pasivos, con sujeción a lo dispuesto en el



artículo 173 de la Ley general de la Administración Pública, y sin perjuicio de las potestades



anulatorias de la Administración activa (…)/ (…)” La Contraloría, siguiendo los procedimientos



propios del respectivo recurso, podrá declarar de oficio la nulidad de un acto o de un contrato



administrativo recurrido, por motivos no invocados por el recurrente, solo cuando la nulidad sea



absoluta”. En el caso en concreto, este órgano contralor consideró que el procedimiento de



apelación podía encontrarse viciado de nulidad en razón de que en el trámite se ha identificado



información clasificada como confidencial dentro de una de las ofertas presentadas al concurso,



en concreto de la empresa Romagro del Siglo XXI S.R.L. y al haber sido clasificada en esta



forma no fue puesta a disposición dentro del expediente administrativo del concurso, necesaria



para el ejercicio de defensa de la parte adjudicataria. Es por ello que, se procedió a otorgar



audiencia sobre una posible nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acto, a todas las partes



involucradas en el presente recurso. Por su parte el ICODER señala que ha mantenido la



confidencialidad de los documentos en atención al artículo 11 RLCA y que además en el



presente trámite aportó los documentos referentes a los estados financieros, están a disposición



de los interesados con lo que perfectamente pueden hacer las valoraciones de estos. Confirma



que a la fecha los documentos se encuentran clasificados como confidenciales en el sistema



SICOP en total respeto a la voluntad del oferente. No considera que se esté lesionando con ello



a alguno de los participantes del proceso, ya que la empresa Grupo Agroindustrial Ecoterra S.A.



ésta no ha señalado en su recurso situación alguna que tenga que ver con los estados



financieros de la empresa Romagro del Siglo XXI S.R.L. y la adjudicataria pese a que este tema



lo aborda en una de sus respuestas a las audiencias otorgadas por el ente contralor, en la fase



recursiva no se ve afectada en lo absoluto toda vez que previo análisis de su oferta, la misma
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superó a satisfacción las diferentes etapas del proceso, siendo “irrelevante” a esta fecha el tema



de la confidencialidad de los estados financieros de Romagro del Siglo XXI S.R.L. Concluye que



las evaluaciones de los estados financieros en todo momento han estado a disposición en la



plataforma SICOP. Romagro del Siglo XXI S.R.L. manifiesta que en la subsanación del 17 de



octubre 2021 en la que se le requirió el desglose por parque de la estructura porcentual del



precio, allí se dio a conocer detalladamente estos números, así bastaba con simples sumas



para determinar el monto total que se aportó al momento de ofertar. Afirma que no hay nulidad



si en apariencia, de otras audiencias lo que revisarían a lo sumo son aspectos formales y no de



fondo, y con el presupuesto detallado, como se insiste, fue desglosado por parques y dado a



conocer el 17 de octubre 2021. Si la única preocupación de los oferentes es ver formalidades a



los estados financieros éstas se cumplen. Grupo Agroindustrial Ecoterra S.A. considera que en



su caso presentó oferta y es la primera en mérito, cumple con los requerimientos solicitados,



tanto en lo financiero, legal y técnico. Debe tenerse presente el numeral 4 del Reglamento a la



Ley de Contratación Administrativa, cuando hace referencia al principio de eficiencia, el cual



debe ser primordial al momento de seleccionar la oferta más conveniente, lo cual determina que



deba privar asimismo la satisfacción del interés general. Ecosistemas Naturales S.A. reconoce



que en este caso se han dado dos errores. El primero es de la empresa Romagro porque sin



base de ley colocó información como confidencial y, ahora, por ese incorrecto proceder, la



Administración y el interés general, corren el riesgo de verse afectados por una conducta



indebida e impropia de un oferente. El segundo es un error de procedimiento por parte del



ICODER, quienes nunca debieron mantener en estado de confidencial la información financiera.



Estima que estas actuaciones no pueden tener un peso tal que sacrifique el interés público y en



ese sentido, solicita imponer el principio de eficiencia y conservación de los actos y ofertas;



como es contrario a la eficiencia declarar una nulidad por la nulidad misma. Criterio de la



División. Sobre el particular, consta en primer orden que el Instituto Costarricense del Deporte



y la Recreación promovió una licitación pública con el objeto de contratar los servicios para



mantenimiento de zonas verdes en Parques Recreativos, en donde participaron entre otras las



empresas Romagro del Siglo XXI S.R.L, Grupo Agroindustrial Ecoterra S.A., y Ecosistemas



Naturales S.A. entre otras (hecho probado 1). Ahora bien, dentro de su oferta la empresa
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Romagro del Siglo XXI S.R.L aportó una serie de documentos referidos a “Estados financieros y



estructura del precio 2021.zip” los cuáles fueron declarados confidenciales (hecho probado 2).



Frente a esta consideración confidencial, la empresa Ecosistemas Naturales S.A. quien resultó



adjudicataria del presente concurso (hecho probado 4) manifestó en la audiencia inicial



conferida dentro del presente trámite, que hubo información que no pudo examinar para



verificar la elegibilidad financiera de la oferta apelante, sobre lo cual también echó de menos la



resolución motivada por parte de la Administración. Es en virtud de lo anterior, que mediante



auto de las trece horas tres minutos del once de febrero de dos mil veintidós esta División



previno al Instituto aportar la resolución motivada en donde justificara las razones por las cuales



se debe mantener la confidencialidad de dichos documentos. Además, se solicitó poner a



disposición de esta Contraloría General la información referida. En respuesta, fue aportado el



oficio No. ICODER-DN-0372-02-2022 de fecha catorce de febrero de dos mil veintidós con el



cual ciertamente se remiten los documentos para conocimiento y análisis de esta División. No



obstante, sobre las razones expuestas para mantener la confidencialidad, la Administración



remite a las disposiciones del artículo 11 del Reglamento a la Ley de Contratación



Administrativa y delega dicha declaratoria en el oferente, al indicar: “en total respeto a la



voluntad de la empresa Romagro del Siglo XXI, SRL, según consta al momento de subir su



oferta la plataforma SICOP y configura los documentos aportados como confidenciales. Es



importante mencionar que no es la administración quien los decide poner en dicha condición,



sino que mantiene el estado consignado en SICOP por el ofertante” (según consta del citado



oficio visible a folio 54 del expediente electrónico de los recursos de apelación, documento



registrado con el número “4304-2022”). De lo anterior, el ICODER omitió cualquier justificación



bajo la premisa de que es el oferente sobre quien pesa la obligación de motivar, sobre lo cual no



lleva razón el Instituto por las siguientes consideraciones. En primer orden, es preciso recordar



que el artículo 30 de la Constitución Política regula el derecho al libre acceso a la información



que consta en oficinas públicas, al señalar: “Se garantiza el libre acceso a los departamentos



administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público. Quedan a salvo



los secretos de Estado”. De allí que por mandato constitucional, los departamentos públicos



deben garantizar el acceso a la información que custodian salvo en casos calificados. De allí
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que no basta la sola indicación de un particular para restringir el libre acceso a la información,



sino que el departamento u oficina responsable, en este caso el ICODER, está obligado a



garantizar dicho mandato constitucional y en consecuencia, le corresponde razonar mediante



acto motivado siempre que se suscite alguna condición de confidencialidad que incide en los



documentos que custodia, como parte de su gestión. Esta posición ya ha sido incluso



desarrollada por este órgano contralor, al indicar: “(…) el tratamiento y acceso libre a la



información encuentra límites en aquellos casos que señale el legislador, lo cual ha sido



reseñado incluso por la Procuraduría General de la República (…) (ver Opinión Jurídica No.



062-J del 21 de julio de 2019). De esta forma, la restricción al libre acceso a la información no



constituye una posibilidad discrecional de la Administración frente a la sola petición de parte,



sino que obedece a una justificación razonable de quien solicita impedir la divulgación de la



información (…) De esta forma, se hace especial énfasis en la importancia que tiene la



adecuada fundamentación en cuanto a la clasificación confidencial de la información, por cuanto



no es cualquier circunstancia la que puede restringir derechos fundamentales como lo es el



acceso pleno a la información pública, que solo encuentra límite ante el secreto de estado,



secreto comercial o industrial. Y es que precisamente estos límites no solo se sustentan en la



naturaleza de la información, sino que por imperativo constitucional la información de las



oficinas públicas resultan de interés público en la medida que constituyen insumo de



fiscalización de la actuación pública. Este dimensionamiento ha sido recogido incluso en la Ley



contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422 en su artículo 7



que expone: “Artículo 7º-Libre acceso a la información. Es de interés público la información



relacionada con el ingreso, la presupuestación, la custodia, la fiscalización, la administración, la



inversión y el gasto de los fondos públicos, así como la información necesaria para asegurar la



efectividad de la presente Ley, en relación con hechos y conductas de los funcionarios públicos.



No obstante, la Contraloría General de la República solo podrá revisar documentos de carácter



privado según lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución Política y en el artículo 11 de la



presente Ley”. Este principio de libre acceso a la información ha sido impregnado a su vez en la



materia de contratación administrativa, por cuanto el artículo 6 de la Ley de Contratación



Administrativa dispone la obligación de otorgar acceso al expediente al administrado, así:
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“Principio de publicidad. Los procedimientos de contratación se darán a la publicidad por los



medios correspondientes a su naturaleza. Todo interesado tendrá libre acceso al expediente de



contratación administrativa y a la información complementaria”. En esta misma línea, el artículo



40 de la citada Ley destaca: “(…) el Sistema digital unificado de compras públicas garantizará



la total transparencia y publicidad de cada uno de los procedimientos, documentos e



información relacionada con dichos procesos de compras, para lo cual el sistema debe



reproducir la información en formatos digitales aptos para que el público pueda descargarlos,



copiarlos, manipularlos y reproducirlos. (…)”. De la misma manera, el Reglamento a la Ley de



Contratación Administrativa destaca en el artículo 11 párrafo segundo cual es la excepción al



libre acceso: “Quedan excluidos del acceso a los documentos declarados confidenciales por la



Administración contratante los participantes y el público en general, dichos documentos se



mantendrán dentro del expediente electrónico de la contratación, teniendo acceso a ellos



únicamente la Administración y el oferente que los aportó”. Valga mencionar, que en el numeral



63 del citado cuerpo normativo el reglamentista estableció cual es la oportunidad durante la cual



puede mantenerse la condición de confidencialidad sea hasta tanto se practique la apertura



respectiva” (ver resolución R-DCA-1260-2019 de las trece horas treinta y un minutos del cinco



de diciembre de dos mil diecinueve). De allí que corresponde a la Administración observar la



normativa y dimensionar las razones por las cuales se abstrae del conocimiento público cierta



información, límites que no podrían ser otros que los señalados en la misma ley por cuanto la



regla constitucional es, que todo documento es público salvo en casos excepcionales. Estos



límites a la confidencialidad se encuentran regulados entre otros, en el artículo 2 de la Ley de



Información No Divulgada No. 7975: “Ámbito de protección. Protégese la información no



divulgada referente a los secretos comerciales e industriales que guarde, con carácter



confidencial, una persona física o jurídica para impedir que información legítimamente bajo su



control sea divulgada a terceros, adquirida o utilizada sin su consentimiento por terceros, de



manera contraria a los usos comerciales honestos, siempre y cuando dicha información se



ajuste a lo siguiente: a) Sea secreta, en el sentido de que no sea, como cuerpo ni en la



configuración y reunión precisas de sus componentes, generalmente conocida ni fácilmente



accesible para las personas introducidas en los círculos donde normalmente se utiliza este tipo
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de información. b) Esté legalmente bajo el control de una persona que haya adoptado medidas



razonables y proporcionales para mantenerla secreta. c) Tenga un valor comercial por su



carácter de secreta. La información no divulgada se refiere, en especial, a la naturaleza, las



características o finalidades de los productos y los métodos o procesos de producción. (…)”. Al



tenor de las anteriores disposiciones y principios que informan la materia, no es admisible



entonces la clasificación de documentos confidenciales en la plataforma del Sistema Integrado



de Compras Públicas, atendiendo la sola solicitud de la parte cómo se tiene por acreditado en el



caso de marras. Incluso puede leerse del párrafo segundo del propio artículo 11 RLCA utilizado



por el ICODER como fundamento, que la confidencialidad la declara la propia administración



mediante acto razonado, así: “(…) Quedan excluidos del acceso a los documentos declarados



confidenciales por la Administración contratante los participantes y el público en general, dichos



documentos se mantendrán dentro del expediente electrónico de la contratación, teniendo



acceso a ellos únicamente la Administración y el oferente que los aportó (…)”. Finalmente,



resulta relevante indicar que el Reglamento para la utilización del Sistema Integrado de



Compras Públicas (SICOP) recoge los principios de publicidad y libre acceso en el artículo 10,



que además hace énfasis en la adecuada motivación que debe efectuar la administración a la



hora de realizar la clasificación correspondiente, en los siguientes términos: “En cada



procedimiento de contratación administrativa que se realice en SICOP, el expediente será



electrónico y contendrá todos los documento electrónicos que se generen en el trámite del



procedimiento que se efectúe en el Sistema. Cada documento agregado deberá estar



numerado y ordenado cronológicamente. Todo interesado tendrá libre acceso al expediente



electrónico del procedimiento de contratación, el cual podrá ser consultado en línea. El



expediente estará foliado mediante un índice de asientos consecutivos. Mediante acto razonado



por la institución usuaria, los documentos y los procedimientos calificados como confidenciales,



secreto comercial, industrial o económico, de oficio o a solicitud de la parte interesada según lo



regulado por la normativa especial aplicable a la institución usuaria, serán de acceso



restringido. Salvo a solicitud de la Contraloría General de la República que por sus



competencias, solicite a la institución contratante la visualización de estos documentos”. A partir



de todos los elementos ya indicados, siendo que a solicitud de parte se requirió resguardar la
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confidencialidad de ciertos documentos como ocurrió en el presente concurso, específicamente



en la oferta de Romagro de Siglo XXI S.R.L, resultaba indispensable la declaratoria de



confidencialidad a cargo de la administración, declaratoria omisa incluso durante el trámite de



los recursos de apelación por lo que lleva razón el planteamiento de la empresa adjudicataria.



Desde luego que esta falta de motivo y la denegatoria injustificada por parte de la



administración para brindar el acceso completo y oportuno a todas la ofertas acarrea un vicio



insalvable en el trámite de las impugnaciones, siendo que la oferta de Romagro no ha podido



ser examinada en forma completa por todos los oferentes, para que puedan construir sobre la



elegibilidad o no de dicha plica. Si bien en el caso de análisis la falta de acceso fue alegada



únicamente por la propia empresa favorecida con el acto final, Ecosistemas Naturales S.A., ello



no hace nugatorio el hecho de que el acceso libre y público al expediente debe ser garantizado



para todas las partes en igualdad de condiciones, para que dispongan de todos los elementos



necesarios para ejercer su derecho de defensa en el trámite de la apelación, que en el caso de



quién recurre sería al momento de la interposición del recurso de apelación correspondiente, y



en caso de quién ha sido adjudicado, al momento de interponer las defensas pertinentes en el



plazo conferido para responder la audiencia inicial. Esta circunstancia de que no todos los



oferentes tuvieron el acceso correspondiente en el momento oportuno, se reafirma a su vez con



las manifestaciones brindadas por la propia Romagro, en la medida que fue durante el trámite



de los recursos de apelación que dispuso autorizar a la administración para dar apertura a la



información, condición que a la fecha no ha sido levantada por el ICODER en el expediente. Por



otra parte, si bien Romagro alega que tampoco podría haber nulidad en caso de abrir los



documentos, por cuanto las partes lo que podrían alegar son aspectos de forma de los estados



financieros; para este órgano contralor lo cierto del caso es que a este momento no es factible



conocer el criterio de las partes en relación a información financiera que no les ha sido revelada,



para intentar desacreditarla o no. Desde luego que esta circunstancia tampoco se solventa a



partir de la información suministrada parcialmente por Romagro ante un subsane. Si bien ha



defendido que mediante oficio No. DGI-UAMI-294-10-2021 de fecha catorce de octubre de dos



mil veintiuno, el Instituto le previno aportar una serie de información relacionada al cumplimiento



de requisitos de admisibilidad y desglose de costos por línea, para lo cual aportó: a) cuadro de
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cantidades para el Parque de la Paz, b) cuadro de cantidades para el Parque de Fraijanes, c)



cuadro de cantidades para el Parque de Cariari en Limón, d) resumen de la estructura de



costos por parque y de los tres parques (hecho probado 3), estos elementos permiten conocer



solamente el aspecto de la estructura de costo, no así los restantes requisitos para el



cumplimiento de la admisibilidad financiera. En este orden de ideas, el ICODER también



manifestó su oposición a la existencia de un vicio procesal causante de nulidad puesto que en



el expediente se tienen por incorporados los análisis financieros, circunstancia que tampoco



resulta suficiente para desestimar el agravio ya que ninguno de los oferentes conocía de la



información financiera aportada por Romagro desde la oferta para cotejar las valoraciones que



el estudio financiero arroja frente al requerimiento cartelario. Así las cosas, se trata de un



escenario donde no podría continuarse con la atención de los recursos al amparo de los



principios de eficiencia y conservación de los actos, en la medida que la Administración a la



fecha no ha levantado la condición confidencial de los mismos pese a la solicitud de la parte.



Aunado a lo anterior, al existir en el expediente información cuyo contenido no ha sido



examinado por todas las partes en igualdad de condiciones lo cual podría generar un



menoscabo en el ejercicio de sus defensas, en consecuencia este órgano contralor estima que



improcedente continuar con el estudio de fondo de los recursos. Por todo lo antes expuesto, se



impone declarar de oficio la nulidad del acto final recaído a favor de la empresa Ecosistemas



Naturales S.A. (hecho probado 4). De conformidad con el artículo 191 del Reglamento a la Ley



de Contratación Administrativa (RLCA), esta División omite pronunciamiento sobre cualquier



otro aspecto alegado, por carecer de efectos prácticos. ------------------------------------------------------



POR TANTO
De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184, de la



Constitución Política; 84, 85, 86, 88 de la Ley de la Contratación Administrativa; 182 y



siguientes del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, SE RESUELVE: 1)



DECLARAR LA NULIDAD ABSOLUTA EVIDENTE Y MANIFIESTA del acto de adjudicación de



la Licitación Pública No. 2021LN-000002-0011400001 promovida por el INSTITUTO



COSTARRICENSE DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN para contratar los “servicios para



mantenimiento de zonas verdes en Parques Recreativos”, acto recaído a favor de la empresa
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ECOSISTEMAS NATURALES S.A. por un monto total de ¢100.640.908,84 (cien millones



seiscientos cuarenta mil novecientos ocho colones con ochenta y cuatro céntimos). 2) De



conformidad con el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa se da por agotada la vía



administrativa. ------------------------------------------------------------------------------------------------------------



NOTIFÍQUESE. ----------------------------------------------------------------------------------------------------------



Roberto Rodríguez Araica
Gerente de División Interino



Elard Gonzalo Ortega Pérez Edgar Herrera Loaiza
Gerente Asociado Gerente Asociado



MMQ/asm
NI: 00041, 00171, 00178, 00410, 03061, 03062, 03165, 03291, 04304, 05031, 05065, 05140, 05185, 05259, 05445, 05449, 05477,
05623, 05699, 05994, 06178, 06201, 06305.
NN: 4510 (DCA-0930-2022)
G: 2022000634-2
CGR-REAP-2022000767
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1. Diagrama del proceso 



La Ley General de Contracción Pública señala en caso de existe información confidencial, 
el participante deberá indicarlo de modo expreso en el sistema digital unificado, al 
momento mismo de presentar la documentación. La Administración mediante acto 
motivado suscrito por funcionario competente y con apego al principio de transparencia, 
deberá señalar si procede o no la declaratoria de confidencialidad y, en caso de que así 
proceda, realizará un resumen del contenido de los documentos sin revelar los aspectos 
confidenciales.  



A continuación, se muestran los pasos generales para este trámite:   



 



 



 



 



 



 



Adjunta documento confidencial:



- Al presentar ofertas



- Cuando responde una solicitud de información.



- Cuando envía a la Institución una subsanación de oficio.



- Al tramitar la solicitud de información durante la ejecución 
del contrato



Tramite del acto motivado de 
confidencialidad



Rol: Ejecutor de Trámites 2



Administrador del 
contrato



Consultar los documentos 
declarados como 



confidenciales desde el 
expediente electrónico



Modificar el acto motivado de 
confidencialidad



Rol: Ejecutor de Trámites 2



Administrador del contrato
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1. Presentación de documentos confidenciales. 



 



La presentación de los documentos confidenciales corresponde al oferente, en las 
siguientes etapas del procedimiento: 



a.  Al presentar ofertas. 
 
 
   



   
 
 
 



b. Cuando responde una solicitud de información. 
 



 



      



 



c. Envía a la Administración una subsanación de oficio. 
 
 
 
 



d. Al tramitar la solicitud de información durante la ejecución del contrato. 
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2. Gestión de documentos confidenciales, acto 



motivado. 
 



Para declarar la confidencialidad de los documentos, mediante acto motivado, se debe 
seguir los siguientes pasos: 



• Realizar inicio de sesión en el sistema. 
 



• En la parte superior derecha de la pantalla, oprima sobre la opción “Instituciones 
Compradoras”.  



      



 



• En el menú ubicado a la izquierda de la pantalla llamado “Procedimiento de la 



Institución Compradora”, seleccione la opción “Licitación Electrónica”, “Común” y 



“Buzón gestión documentos confidenciales”. Sistema despliega la pantalla “Buzón 



gestión documentos confidenciales”. Para continuar se ubica el procedimiento 



correspondiente con el número de trámite y se oprime el botón del campo “Sin 



tramitar”. 
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• Sistema muestra la pantalla “Gestión de confidencialidad documentos”. En la 



sección “1. Detalle del documento”. En el campo “Descripción/Justificación 



confidencialidad”, se puede consultar el contenido del documento objeto de la 



confidencialidad 



          



• En la sección “2. Gestión confidencialidad”, campo “Documento confidencial 



institución”, debe seleccionar una de las opciones. Además, completar el campo 



“Declaratoria de confidencialidad”. 



     



• En la sección “3. Usuarios autorizados”, se agregar los usuarios autorizados para 



consultar los documentos que se declaran como confidenciales. Se pulsa el botón 



“Buscar”. 
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• Sistema muestra la pantalla “Búsqueda de encargado”, donde se enlistan los roles 



que se pueden autorizar para consultar los documentos que se declaren 



confidenciales. Vemos en el listado roles que se asignan a funcionarios de las 



instituciones y la Contraloría General de la Republica. 



 



                      
 



 



• Al quedar seleccionar el usuario se pulsa el botón “Agregar”. El sistema permite 



agregar más usuarios, autorizados para consultar los documentos declarados como 



confidenciales, se oprime nuevamente el botón “Buscar”. 



          



        



• Para continuar se pulsa el botón “Guardar”. 
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• Sistema muestra mensaje de confirmación”, se oprime el botón “Confirmar”. 



 



        



 



• Seguidamente se pulsa el botón “Continuar” y “Aceptar”. 
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• Sistema muestra mensaje de confirmación, para continuar se oprime el botón 



“Confirmar”. 



 



 
 



• Se pulsa el botón “Tramitar”.  



 



            
 



 



• Sistema despliega mensaje de confirmación, para continuar se oprime el botón” 



Aceptar” y se ejecutar el proceso para la firma digital. 
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• Se muestra mensaje de confirmación sobre la resolución de confidencialidad. Para 



continuar se oprime el botón “Confirmar”. 



           



 



3. Modificar la resolución de confidencialidad 
 



• Al quedar tramitada la resolución de confidencialidad el sistema permite que la 



misma sea modificada, se activa el botón “Modificar”. 



 



          
 



 



 



 



• Al pulsar el botón “Modificar”, se muestra el siguiente mensaje, si se está seguro se 



pulsa el botón “Aceptar” y “Confirmar”.  
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• Sistema activa todos los campos de la pantalla “Gestión de confidencialidad 



documentos”, para hacer el cambio que corresponde y se oprime el botón “Guardar”. 
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• Sistema muestra mensaje de confirmación”, se oprime el botón “Confirmar”. 



 



 



• Se pulsa el botón “Continuar”.  



 



 



• Sistema despliega mensaje de confirmación, para continuar se oprime el botón” 



Aceptar” y “Confirmar”. 
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• Para continuar se oprime el botón” Tramitar”. 



 



 



• Sistema despliega mensaje de confirmación, para continuar se oprime el botón” 



Aceptar” y se ejecutar el proceso para la firma digital. 
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4. Consulta de los documentos confidenciales.   
 



Como se mencionó en el proceso el Sistema muestra la pantalla “Búsqueda de encargado”, 



donde se enlistan los roles que se pueden autorizar para consultar los documentos que se 



declaren confidenciales. 



La presentación de los documentos confidenciales corresponde al oferente, en las 



siguientes etapas del procedimiento: 



 



a. Al presentar ofertas. 
b. Cuando se responde una solicitud de información. 
c. Al envía a la Administración una subsanación de oficio. 
d. Al tramitar la solicitud de información durante la ejecución del contrato. 



 Esta consulta se ejecuta desde el expediente electrónico siguiendo los siguientes pasos: 



 



• Se ingresa a expediente electrónico, enlace ubicado en la barra azul. 



 



 



 



• En la pantalla “Listado de expediente”, se filtra el procedimiento correspondiente. 
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• Para continuar se oprime en el campo “Descripción”. 



 



 



 



• Para consultar los documentos confidenciales que se adjuntan a la oferta, se pulsa 



en el botón “Consultar”, del índice “3. Apertura de oferta”, de la partida relacionada. 



 



     



 



• Se despliega la pantalla “Resultado de la apertura”, para continuar se oprime en el 



número de la oferta “. 
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• Seguidamente se pulsa en el enlace “Consulta oferta”. 
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• Sistema muestra la pantalla “Oferta”, en la sección “Adjuntar archivo”, se oprime en 



el enlace “Documento”, del confidencial. 



 



 



 



• Se muestra la pantalla “Gestión de confidencialidad documentos”, en la cual se 



observa el contenido del acto motivado de confidencialidad, así como los usuarios 



autorizados para consultar su contenido, entre otra información. Para ingresar al 



documento se pulsa en el dato del campo “Descripción/Justificación 



confidencialidad”.  
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• Para consultar los documentos confidenciales que se adjuntan a la respuesta de la 



solicitud de información, se pulsa en el botón “Consultar”, del índice “2. Información 



de Cartel”, campo “Resultado de la solicitud de información”. 



     



 



• En la pantalla “Listado de solicitudes de información”, se oprime en el campo “Titulo 



de la solicitud/Número de documento”. 



       



 



• Se muestra la pantalla “Detalles de la solicitud de información”, para continuar se 



pulsa el botón “Resuelto” ubicado en el campo “Estado de la verificación”. 
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• En la pantalla “Respuesta a la solicitud de información “, se oprime en el enlace 



“Documento”, del adjunto confidencial. 



               



 



• Se muestra la pantalla “Gestión de confidencialidad documentos”, en la cual se 



observa el contenido del acto motivado de confidencialidad, así como los usuarios 



autorizados para consultar su contenido, entre otra información. Para ingresar al 



documento se pulsa en el dato del campo “Descripción/Justificación 



confidencialidad”.  











 



 



20 
 
 



         



 



• Para consultar los documentos confidenciales que adjunta el proveedor cuando 



presenta a la Administración una subsanación de la oferta de oficio, se pulsa en el 



botón “Consultar”, del índice “3. Apertura de oferta”, de la partida relacionada.  



 
 



• Se despliega la pantalla “Resultado de la apertura”, para continuar se oprime en el 



número de la oferta “. 
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• Seguidamente se pulsa en el enlace “Consulta de subsanación/aclaración de la 



oferta”. 
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• Sistema muestra la pantalla “Listado de subsanación/aclaración de la oferta”, se 



oprime en el botón “Enviada”, de la subsanación relacionada. 



 



 



• Se despliega la pantalla “Subsanación/aclaración de la oferta”, se oprime en el 



enlace “Documento”, del adjunto confidencial. 
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• Se muestra la pantalla “Gestión de confidencialidad documentos”, en la cual se 



observa el contenido del acto motivado de confidencialidad, así como los usuarios 



autorizados para consultar su contenido, entre otra información. Para ingresar al 



documento se pulsa en el dato del campo “Descripción/Justificación 



confidencialidad”.  



           



 



• Para consultar los documentos confidenciales que se adjuntaron al tramitar la 



solicitud de información durante la ejecución del contrato, se pulsa en el botón 



“Consultar”, del índice “10. Comunicación de la ejecución del contrato”.  



            



 



• Se despliega la pantalla “Detalles de la solicitud de información”, para continuar se 



oprime el botón “Resuelto”. 
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• En la pantalla “Detalles de la solicitud de información”, se pulsa se oprime en el 



enlace “Documento”, del adjunto confidencial. 



•  



  



 



 











 



 



25 
 
 



 



• Se muestra la pantalla “Gestión de confidencialidad documentos”, en la cual se 



observa el contenido del acto motivado de confidencialidad, así como los usuarios 



autorizados para consultar su contenido, entre otra información. Para ingresar al 



documento se pulsa en el dato del campo “Descripción/Justificación 



confidencialidad”.  
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